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1. INTRODUCCIÓN. 
 
1.1. Presentación del estudio. 
 
La configuración del Estado de las Autonomías ha sido uno de los hitos más 
importantes que ha experimentado nuestro país desde la aprobación de la 
Constitución española de 1978. Las Comunidades Autónomas (en adelante, CC.AA.), 
que aparecieron en escena ese mismo año, han ido consolidándose durante más de 
tres décadas, aunque, eso sí, a ritmos diferentes. Para que la consolidación de las 
autonomías pudiera convertirse en una realidad fue necesario otorgarles 
progresivamente una serie de competencias de gasto, hasta entonces desempeñadas 
exclusivamente por el Estado. Lógicamente, el ejercicio efectivo de las competencias 
asumidas requería dotar a las CC.AA. de unos recursos financieros que les permitieran 
actuar, y de ahí la necesidad de establecer un sistema de financiación autonómica. 
Conviene tener presente, en este sentido, que una de las características 
fundamentales del modelo de financiación de las autonomías ha sido su falta de 
estabilidad a lo largo del tiempo. Desde el inicio del proceso de descentralización se 
han ensayado sucesivos modelos de financiación para las CC.AA. de régimen común. A 
ellos haremos referencia en un epígrafe posterior. 
 
En nuestra opinión, los sucesivos modelos de financiación autonómica se erigen como 
mecanismos complejos que han ido siendo parcheados al compás de las circunstancias 
sociales, políticas y económicas. Si han existido diferentes modelos de financiación ha 
sido, precisamente, porque se han puesto de manifiesto determinados problemas que 
han aconsejado una revisión del modelo vigente. Sin embargo, existen grandes y 
graves deficiencias tradicionales en nuestro sistema de financiación. Así, desde los 
orígenes de la financiación autonómica han pervivido fuertes diferencias en la 
financiación per cápita de las distintas CC.AA. que ningún modelo ha podido corregir. 
Es más, estas diferencias incluso han llegado a acentuarse a lo largo del tiempo. 
Consideramos, por tanto, que el modelo de financiación de nuestras autonomías 
arrastra desde sus orígenes fuertes disparidades entre CC.AA. en términos de 
financiación per cápita y autonomía financiera. Y quizás adoptando una postura 
pesimista, no confiamos en que el nuevo modelo de financiación del año 2009 sea 
capaz de corregir este importante defecto. 
 
El objetivo que pretendemos conseguir con este trabajo consiste en efectuar un 
análisis intertemporal del modelo de financiación de las CC.AA. en términos de 
financiación per cápita y autonomía financiera. Este propósito global puede 
desglosarse en dos grandes bloques: 
 
1) En primer lugar, la consecución del objetivo principal nos obliga a realizar un 
estudio acerca de cuál ha sido la evolución de la financiación per cápita o 
suficiencia financiera de las CC.AA. a lo largo del tiempo, en qué medida los 
distintos modelos de financiación han corregido o perpetuado las diferencias 
existentes en términos de financiación por persona, cuál ha sido la evolución de 
la autonomía financiera y hasta qué punto la financiación per cápita ha estado 
correlacionada con el endeudamiento de las diferentes autonomías.  
2) En segundo lugar, pretendemos realizar un estudio del modelo de financiación 
de 2009, actualmente vigente, a fin de determinar su capacidad para corregir 
las deficiencias de las que adolecía el modelo anterior. 
 
La fuente principal que vamos a emplear en orden a la realización del análisis 
pretendido es la Base de Datos Económicos del Sector Público Español (BADESPE). Esta 
base de datos, en la que podemos encontrar información sobre financiación 
autonómica con un alto nivel de desagregación, es elaborada por el Instituto de 
Estudios Fiscales, organismo autónomo dependiente del Ministerio de Economía y 
Hacienda. Junto a estos datos, también hemos hecho uso de otras estadísticas 
territoriales del mismo ministerio, como es el caso de la Liquidación de Presupuestos 
de las CC.AA. y los informes “Haciendas Autonómicas en Cifras”. Para la obtención de 
datos de endeudamiento de las distintas autonomías hemos empleado las estadísticas 
del Banco de España. 
 
En cuanto a la estructura que hemos seguido para organizar nuestro trabajo, tras 
efectuar en esta primera sección un planteamiento del estudio a realizar, un análisis 
del estado de la cuestión y una breve revisión de los sucesivos modelos de financiación 
autonómica, pasaremos en la sección 2 a centrarnos en la cuestión de la financiación 
per cápita o suficiencia financiera. En dicha sección analizaremos cómo ha 
evolucionado la financiación por persona de las diferentes CC.AA. a lo largo del 
periodo analizado, estudiaremos la evolución de las diferencias entre financiación per 
cápita máxima y mínima y realizaremos un análisis de dispersión a partir del estudio 
del coeficiente de variación. En la sección 3 nos centraremos en la autonomía 
financiera y analizaremos en qué medida las diferentes autonomías han hecho un uso 
efectivo de su capacidad fiscal a lo largo del tiempo. En la sección 4 abordaremos el 
estudio del endeudamiento, tanto desde el punto de vista de su evolución 
intertemporal como de la correlación existente entre éste y los indicadores de 
suficiencia y autonomía financiera. En la sección 5 acometeremos un estudio del 
modelo de financiación de 2009, a fin de determinar si las modificaciones introducidas 
corregirán en alguna medida las deficiencias del modelo de financiación anterior. La 
sección 7 concluirá este trabajo con un breve resumen de las ideas fundamentales y 
una exposición de las principales conclusiones que podemos extraer, al tiempo que 
plantearemos algunas posibles reformas y propuestas de mejora del sistema de 
financiación actualmente vigente. 
 
 
1.2. Estado de la cuestión. 
 
Como es de esperar, la literatura existente en España al respecto de la cuestión de la 
financiación autonómica es muy abundante y extensa. En líneas generales, los 
diferentes trabajos de investigación desarrollados en esta materia se han centrado en 
dos cuestiones básicas: 
 
- Una parte de los trabajos se ha orientado a la descripción de los diferentes 
modelos de financiación autonómica, ya sea para un periodo determinado o 
atendiendo a su evolución intertemporal, siempre desde un punto de vista 
puramente teórico. Muchos de ellos, asimismo, lanzan propuestas de reforma 
de los diferentes modelos analizados, después de haber puesto de manifiesto 
sus principales inconvenientes y deficiencias. 
 
- Otros estudios se han dirigido a la evaluación de los resultados de aplicación de 
los diferentes modelos de financiación, también efectuando en ocasiones 
propuestas de reforma. Dentro de este segundo grupo de trabajos cabría hacer 
referencia a aquéllos que no pretenden evaluar sino proyectar y estimar los 
resultados financieros que se obtendrán con la aplicación del modelo de 
financiación de 2009, actualmente vigente. En este sentido, conviene matizar 
que la falta de datos y el carácter gradual de la aplicación de este nuevo 
modelo son dos factores que impedirán conocer verdaderamente sus 
resultados definitivos hasta el año 2012. 
 
De entre los primeros trabajos mencionados cabría hacer referencia a los siguientes: 
 
- ÓRDOÑEZ DE HARO, C. y RIVAS, C. (2007) efectúan un análisis del periodo 
1997-2006 desde el punto de vista de la evolución de la capacidad normativa 
de las CC.AA., tratando de identificar patrones de actuación. 
- GÓMEZ DE LA TORRE, M. (2010) realiza una descripción de los diferentes 
modelos de financiación que han ido sucediéndose a lo largo del tiempo, desde 
1979 hasta la actualidad. 
 
Dentro del segundo grupo de trabajos, tan sólo a título de ejemplo, señalaremos los 
siguientes: 
 
- CANTARERO PRIETO, D. y FERNÁNDEZ GÓMEZ, N. (2005) analizan la evolución 
de la suficiencia financiera y la corresponsabilidad fiscal de las CC.AA., 
acometiendo un estudio de dispersión de la financiación per cápita. 
- BORRAZ PERALES S. y CANTALAPIEDRA LÓPEZ C. (2010) describen de forma 
detallada el funcionamiento del actual sistema de financiación y realizan una 
estimación de sus resultados para el año base (2007) y para 2009. 
- DE LA FUENTE, A. (2010) acomete un análisis crítico del sistema de financiación 
actualmente vigente y ofrece una estimación tentativa de sus resultados 
financieros en el año 2009. 
- ZABALZA, A. y LÓPEZ LABORDA, J. (2010) efectúan una descripción, estimación 
empírica y posterior evaluación del actual sistema de financiación autonómica, 
comparando los resultados estimados con los que se habrían obtenido en caso 
de permanecer vigente el anterior sistema de 2002. 
 
Junto a éstos, podemos encontrar en la literatura otro tipo de estudios que 
analizan diferentes cuestiones relacionadas con el tema de la financiación 
autonómica. Así, por ejemplo: 
 
- CANTARERO PRIETO, D. (2002) afronta el tema de la financiación autonómica 
con especial referencia a las competencias sanitarias. 
- FERNÁNDEZ LLERA, R. y MONASTERIO ESCUDERO, C. (2010) abordan el tema 
del endeudamiento y la coordinación presupuestaria en España. 
 
Como podemos comprobar, son muchos los estudios que han abordado y siguen 
abordando la problemática relativa a la financiación autonómica en España. Nosotros 
sólo hemos citado algunos ejemplos y los hemos encuadrado en dos líneas de 
investigación principales. Sin embargo, son escasos los estudios de corte transversal 
que, como el nuestro, analicen varios indicadores y además lo hagan a lo largo del 
tiempo. En este sentido, el estudio que pretendemos realizar constituye una novedad 
en el campo de investigación en el que nos adentramos. La mayoría de los trabajos que 
hemos consultado con carácter previo a la realización de este análisis tienen 
naturaleza compartimentada, pues se centran en aspectos muy concretos del sistema 
de financiación. Otros se limitan a la evaluación de los resultados obtenidos con un 
determinado modelo. Algunos otros, de carácter meramente descriptivo, señalan las 
características de uno o varios modelos de financiación. Y por último encontramos las 
proyecciones y estimaciones de resultados del modelo actualmente vigente. Nosotros, 
nutriéndonos de la abundante literatura existente, hemos elaborado un trabajo más 
completo, en el que, además de efectuar una somera revisión de los sucesivos 
modelos de financiación, abordamos el estudio de los siguientes indicadores: 
suficiencia financiera (evolución de la financiación por persona y de su dispersión), 
autonomía financiera y endeudamiento de las CC.AA. Asimismo, y como otros estudios 
han hecho antes, pretendemos efectuar una estimación de los resultados financieros 
del modelo de 2009, centrándonos en la transferencia de garantía y en sus efectos 
sobre la reducción de la dispersión de la financiación per cápita. Además, desde el 
punto de vista de los indicadores analizados, no hemos circunscrito nuestro estudio a 
un solo periodo o modelo de financiación, sino que hemos empleado todos los datos 
existentes en materia de financiación autonómica, abordando por tanto un periodo de 
23 años (1986-2008). 
 
 
1.3. El modelo de financiación de las autonomías. 
 
Como ya hemos comentado anteriormente, una de las características más relevantes 
del sistema de financiación autonómica ha sido su falta de estabilidad en el tiempo. 
Desde 1986, la financiación de las CC.AA. de régimen común ha estado regulada por 
una serie de acuerdos quinquenales del Consejo de Política Fiscal y Financiera y, hasta 
2001, por una serie de acuerdos complementarios para la financiación de la sanidad y 
los servicios sociales mediante transferencias del INSALUD y del IMSERSO. En este 
sentido, es importante tener presente que hasta el año 2002 (año de entrada en vigor 
del último modelo de financiación, anterior al actualmente vigente) no podemos 
hablar de un único sistema de financiación de todas las competencias asumidas por las 
CC.AA., sino que hasta dicha fecha era posible hablar de la coexistencia de tres 
mecanismos distintos de financiación: un sistema de financiación de la sanidad, un 
sistema de financiación de los servicios sociales y un sistema de financiación general 
para todas aquéllas competencias distintas de las anteriores. 
 
A lo largo de la vida del sistema de financiación autonómica es posible distinguir tres 
etapas que, a su vez, permiten efectuar una división en cinco periodos. Las tres etapas 
de las que se puede hablar en la evolución del sistema de financiación de las CC.AA. 
son las siguientes: 
1. Etapa del coste efectivo, hasta 1986. Este periodo, caracterizado por un intenso 
proceso de transferencia de competencias y servicios a las CC.AA., se denomina 
del coste efectivo porque el Estado se comprometió a garantizar la financiación 
de los servicios transferidos a las CC.AA. con una cantidad igual al coste efectivo 
que para aquél tenían las competencias transferidas.  
2. Etapa de la autonomía del gasto, de 1987 a 1996. La principal novedad de esta 
etapa es que el porcentaje de participación en los ingresos del Estado se 
negociará y fijará al inicio de cada quinquenio, no anualmente como ocurría 
con anterioridad. Al igual que durante la etapa anterior, en este periodo 
predominan los recursos transferidos por la administración central, 
manteniéndose una excesiva dependencia financiera del sistema. 
3. Etapa de la autonomía del ingreso, de 1997 a 2001. En esta etapa se adoptan 
medidas orientadas a aumentar el grado de autonomía y corresponsabilidad 
fiscal de las CC.AA. A tal fin, se amplían los mecanismos de descentralización 
por el lado de los ingresos mediante la cesión de impuestos con capacidad 
normativa para las CC.AA., especialmente el IRPF.  
 
A partir de esta clasificación por etapas es posible efectuar una subdivisión por 
periodos temporales, pudiendo distinguir hasta cinco periodos: 
 
1) El llamado periodo transitorio, entre 1980 y 1986. 
2) El quinquenio 1987-1991. 
3) El quinquenio 1992-1996. 
4) El quinquenio 1997-2001. 
5) La fase iniciada en el año 2002, que ya no puede calificarse de quinquenio en la 
medida en que su vocación es constituir el sistema definitivo de financiación. 
 
A continuación, conviene realizar un análisis de los elementos fundamentales que han 
caracterizado la evolución temporal del proceso de financiación. Lo importante es 
conocer cuáles han sido las competencias y recursos que en cada momento del tiempo 
se han transferido a las CC.AA., tarea fundamental para una correcta y adecuada 
interpretación de los datos.  
Periodo transitorio, 1980 a 1986. La primera etapa de la financiación autonómica se 
extiende desde la aprobación de la LOFCA, en septiembre de 1980, hasta 1986, 
momento en que se aprobó el primer Acuerdo sobre financiación por parte del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera. En este periodo se produce un traspaso muy 
rápido de competencias: se ceden las competencias comunes a todas las CC.AA. y las 
competencias en educación, educación universitaria e Imserso a las autonomías del 
art.151 CE. 
 
Durante la vigencia de este periodo, y al margen de las operaciones de crédito, la 
principal fuente de financiación de las CC.AA. fue el mecanismo de participación en los 
ingresos tributarios del Estado, seguido de la recaudación procedente de los tributos 
cedidos (patrimonio, sucesiones, transmisiones patrimoniales, Impuesto sobre el lujo, 
tasas y demás exacciones sobre el juego) y las dotaciones del Fondo de Compensación 
Interterritorial1 (en adelante, FCI). Además, existían importantes obstáculos legales 
para la aprobación de tributos propios por parte de las CC.AA. 
 
El quinquenio 1987-1991. En este periodo, las fuentes de financiación de las CC.AA. 
continuaron siendo las mismas, aunque se introdujeron suficientes modificaciones 
como para considerarla una etapa nueva. Estas modificaciones fueron básicamente las 
siguientes: 
 
a. Como consecuencia de la entrada en vigor del IVA, desapareció en 1986 uno de 
los tributos cedidos de mayor importancia recaudatoria: el Impuesto sobre el 
Lujo. Al disminuir la recaudación de tributos cedidos, debido a la supresión de 
este impuesto, el volumen de fondos canalizados vía participación en los 
ingresos del Estado aumentó.  
b. En 1988 se cedió el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, excepto a la Comunidad Autónoma (en adelante, CA) de 
Madrid. Asimismo, el cambio en la normativa estatal reguladora del Impuesto 
                                                 
1
 Como se indicará más adelante, en la actualidad se trata de dos fondos: Fondo de Compensación y 
Fondo Complementario. El primero se destina a financiar gastos de inversión en los territorios 
comparativamente menos desarrollados, y el segundo tiene como finalidad financiar gastos de inversión 
que promuevan directa o indirectamente la creación de renta y riqueza en el territorio beneficiario. 
sobre el Patrimonio y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones redujo la 
recaudación de estos dos tributos cedidos. 
c. En 1990 se modificaron los criterios de distribución del FCI, a fin de favorecer su 
adaptación a la nueva legislación de los fondos estructurales de la UE. La 
reforma consistió en restringir el acceso al fondo a las CC.AA. de menor nivel de 
desarrollo. Además, este fondo pasó de representar el 40% de la inversión 
pública en 1986 al 30% durante este quinquenio. 
 
El quinquenio 1992-1996. En este periodo se introdujeron importantes novedades en 
el sistema de financiación autonómica, aunque la financiación de las CC.AA. con este 
nuevo acuerdo continuó basándose en la participación en los ingresos del Estado. En 
esta etapa se pretendía conseguir techos competenciales similares entre las CC.AA. y 
garantizar el principio de solidaridad. Por esta razón, en 1995 se cedió la competencia 
en Imserso a las comunidades del art.143 y entre 1995 y 1996 se cedió la competencia 
en educación universitaria a dichas autonomías. 
 
La novedad más relevante de este periodo fue el establecimiento, en 1994, de una 
participación en el IRPF del 15% de la cuota líquida ingresada por los contribuyentes de 
cada jurisdicción. Con esta medida se produjo un desdoblamiento en dos tramos de la 
participación en los ingresos del Estado, que pretendía compensar los desequilibrios 
territoriales en la financiación por habitante: un tramo específico, correspondiente a la 
participación territorializada en el 15% del IRPF, y un tramo general, correspondiente a 
la participación en los ingresos del Estado una vez deducido el tramo específico. 
Además de estas transferencias de carácter no condicionado, las CC.AA. recibían otras 
de carácter condicionado, es decir, recursos adscritos a una finalidad concreta, entre 
los que destacan los provenientes del FCI, los recibidos a través de Contratos-
Programa, los provenientes de la UE, las subvenciones gestionadas por las CC.AA., etc.  
 
Otro de los cambios que introdujo este modelo es que por primera vez se 
establecieron reglas para la coordinación del endeudamiento del Estado y de las 
CC.AA, tras ser aprobado el escenario de consolidación presupuestaria. 
 
El quinquenio 1997-2001. Como hemos visto, la financiación de las CC.AA. ha 
descansado tradicionalmente sobre tres pilares: los tributos cedidos, las transferencias 
del Estado y el endeudamiento. La reforma de 1997 afectó a los dos primeros recursos. 
Si en las etapas anteriores la financiación autonómica se había apoyado cada vez más 
en las transferencias del Estado, el modelo de 1997 pretendió que tal financiación se 
basara preferentemente en los tributos cedidos. El objetivo básico de esta reforma era 
incrementar la denominada corresponsabilidad fiscal de las CC.AA. 
 
En relación a este modelo de financiación es preciso señalar que la participación en los 
ingresos del Estado se configuró como subsidiaria respecto de la participación en la 
recaudación del IRPF, de tal modo que para algunas CC.AA. la participación total salía 
únicamente de esta última. La otra fuente de financiación que fue reformada en este 
periodo fue la tributación cedida por el Estado. Con el objetivo de potenciar la 
autonomía financiera de las CC.AA. se incluyó el IRPF en el elenco de tributos 
susceptibles de cesión. Esto significó la aparición de una figura nueva: el tributo de 
gestión compartida. En este sentido, el rasgo más importante de este modelo es el 
incremento notable de la autonomía financiera de las CC.AA. por la vía de la cesión 
parcial del IRPF, tramo autonómico del 15%, que se acompañó de competencias 
normativas en materia de tarifa y deducciones. Junto al tramo autonómico de la tarifa 
del IRPF, las CC.AA. siguieron conservando una participación territorializada en los 
ingresos del Estado por IRPF del 15%. Por tanto, la participación efectiva global en este 
tributo ascendió al 30%. 
 
Por último, conviene destacar que el sistema al que nos referimos tenía carácter 
voluntario y, por tanto, se aplicó únicamente a las CC.AA. que lo aceptaron. Para el 
resto (Andalucía, Castilla La Mancha y Extremadura) el sistema de participación 
recobró las características iniciales. 
 
Año 2002-2008. El sistema en vigor en 2002, esta vez aceptado por todas las 
autonomías, supuso otro avance considerable en materia de corresponsabilidad fiscal 
de las CC.AA., que vieron aumentar la cesta de impuestos cedidos y la capacidad 
normativa otorgada en algunos de ellos. Por lo que respecta a los tributos cedidos, las 
medidas que se adoptaron fueron las siguientes: 
 
a. Se ampliaron considerablemente las potestades normativas sobre los tributos 
que ya estaban cedidos y sobre el IRPF autonómico. El porcentaje de cesión del 
IRPF se amplió hasta el 33% (frente al anterior 30%), con competencias 
normativas en materia de tarifa y deducciones sobre la participación total. 
b. Se amplió el número de impuestos cedidos, sobre todo indirectos. En concreto, 
se cedió un 35% del IVA, el 40% de los impuestos especiales de fabricación y el 
100% de los impuestos de electricidad y determinados medios de transporte. 
También se creó el impuesto sobre las ventas minoristas de hidrocarburos. 
 
Por otro lado, en este quinquenio se completó la cesión de la competencia en sanidad 
a todas las CC.AA. que estaban pendiente de recibirla, por lo que a partir de  entonces 
no tiene sentido hablar de diferente techo competencial. 
 
Otras dos características del sistema de financiación de 2001 que debemos destacar 
son, por un lado, que por vez primera se pretendió establecer un modelo de vigencia 
indefinida y, por el otro, que también por primera vez en la historia de las CC.AA. se 
incorporó a un texto legal la formulación cuantitativa del modelo de financiación 
autonómica2. 
 
Otro cambio importante fue la reforma del FCI, que pasó a estar integrado por dos 
subfondos: el Fondo de Compensación y el Fondo Complementario3.  
 
Con relación a los cambios en el sistema de transferencias, nos encontramos con la 
desaparición de las específicas para la sanidad y la disminución del peso global de 
dicho sistema, que pasará a denominarse Fondo de Suficiencia. Este fondo, que opera 
como mecanismo de cierre del sistema, se crea para cubrir la diferencia entre las 
                                                 
2
 Hasta entonces el modelo de financiación constaba únicamente en el Acuerdo correspondiente del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera. 
3
 Vid. nota 1. 
necesidades de gasto de cada CA y su capacidad fiscal, garantizando a las CC.AA. la 
prestación de todos los servicios asumidos en condiciones equivalentes con 
independencia de su capacidad para obtener recursos tributarios. 
 
Efectuada una revisión de los diferentes modelos de financiación que se han sucedido 
a lo largo del tiempo, conviene hacer referencia a una cuestión esencial, como es la 
tendencia de los distintos modelos a perpetuar las desigualdades entre CC.AA. en 
términos de suficiencia financiera. Así, las diferencias existentes entre la financiación 
per cápita de las distintas autonomías, que todavía hoy persiste, encuentra su razón de 
ser en el primero de los métodos empleados para la valoración de las transferencias 
financieras del Estado a las CC.AA., esto es, el denominado método del coste efectivo. 
Este mecanismo se fundamenta en determinar las necesidades de financiación de las 
CC.AA a partir del coste efectivo de los servicios traspasados: suma de los costes 
directos, costes indirectos e inversiones de conservación, mejora y sustitución. Como 
señala GÓMEZ DE LA TORRE, M. “Como no existía una contabilidad patrimonial en la 
administración fue necesario utilizar, para calcular el coste efectivo, la contabilidad 
presupuestaria. Esto condujo, como señala el Libro Blanco (pp.28), a un coste efectivo 
“pactado” más que a un coste efectivo “calculado”. Además este procedimiento tenía 
una limitación importante, dado que está justificado pensar que el Estado no actuaba 
con igual intensidad en las distintas regiones, por razones históricas o de otro tipo. Esto 
implica que si una región gozaba de un mejor nivel de servicios públicos que otra, en el 
momento de la descentralización, recibiría también una mejor valoración de los 
traspasos y, por tanto, de los recursos”.  
 
En consonancia con lo anterior, consideramos que las deficiencias en la aplicación del 
método del coste efectivo provocó la aparición de diferencias territoriales importantes 
en la financiación autonómica que, a su vez, generaron disparidades en el nivel de 
recursos financieros por persona de las distintas regiones. El problema de las 
diferencias territoriales ha continuado persistiendo con los sucesivos modelos de 
financiación4.  
                                                 
4
 En este sentido, señalan SÁNCHEZ MALDONADO, J. y  GÓMEZ SALA, J.S. (2003) que “la dinámica de los 
modelos de financiación autonómica pone de relieve que la estructura básica de la distribución territorial 
En resumen, la revisión efectuada de la evolución del modelo de financiación de las 
CC.AA. pone de relieve que el proceso de traspaso de competencias de gasto a las 
mismas ha sido progresivo. De hecho, no es hasta el año 2002 cuando todas las 
autonomías asumen el mismo nivel de competencias. Asimismo, hemos comprobado 
cómo hasta el modelo de financiación de 1997 las CC.AA. tuvieron una escasa 
autonomía financiera, tanto desde el punto de vista de los tributos propios (dadas las 
importantes limitaciones existentes para su establecimiento) como de los tributos 
cedidos (dado que, con la excepción de los tributos cedidos tradicionalmente -con un 
baja rendimiento recaudatorio- las autonomías carecieron durante todo ese tiempo de 
capacidad normativa). Este grado de autonomía financiera se fue viendo incrementado 
con los posteriores modelos de financiación.  
 
Otro de los hechos que nuestro análisis ha permitido poner de manifiesto es que la 
incorrecta definición o aplicación del método del coste efectivo (vigente hasta 1986) 
generó la aparición de diferencias entre CC.AA. en términos de suficiencia financiera 
que ningún otro modelo ha conseguido corregir, evidenciándose la existencia de una 
tendencia a la perpetuación de las disparidades iniciales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                               
de los recursos financieros que se ha venido manteniendo […] es deudora fundamental del coste efectivo 
de las competencias transferidas.” 
 
2. SUFICIENCIA FINANCIERA DE LAS CC.AA. 
 
Antes de proceder al análisis de la evolución que la financiación per cápita de las 
diferentes CC.AA. ha experimentado a lo largo del tiempo, conviene matizar que la 
variable en la que hemos decidido fijar nuestra atención es la de ingresos no 
financieros totales, excluidos los tributos propios y los recargos sobre tributos 
estatales. En nuestra opinión, lo verdaderamente relevante es determinar en qué 
medida las CC.AA. han recibido del Estado los recursos suficientes para proporcionar 
un determinado nivel de servicios, careciendo de sentido a estos efectos la inclusión 
de aquellos tributos respecto a los cuales las CC.AA. tienen todo el poder de decisión. 
Esto es, a la hora de efectuar una comparación entre la financiación per cápita de las 
diferentes autonomías, nos parece que lo más idóneo es excluir del cálculo aquellos 
recursos que las propias CC.AA. deciden crear, regular y aplicar. De lo contrario, los 
resultados obtenidos podrían reflejar diferencias provocadas por el hecho de que una 
CA haya decidido crear menos tributos propios o ejercer una menor presión fiscal 
sobre sus ciudadanos. 
 
Una vez definida la variable que hemos seleccionado para la realización de nuestro 
análisis, conviene hacer referencia a dos factores que afectan a la comparabilidad 
intertemporal de los datos disponibles y que se encuentran íntimamente ligados entre 
sí: 
1) El proceso de financiación de las CC.AA. ha atravesado diferentes etapas y 
fases. En este sentido, tal y como ya hemos comentado en un epígrafe 
anterior, una de las características relevantes del sistema de financiación 
autonómico ha sido su falta de estabilidad a lo largo del tiempo. 
2) El proceso de transferencia de competencias de gasto a las diferentes 
CC.AA. ha sido gradual a lo largo del periodo analizado.  
 
Este segundo hecho determina que, según cuál sea el año considerado, encontremos 
CC.AA. que han asumido un mayor número de competencias y que, por tanto, los 
datos de financiación per cápita sean mucho más elevados en estos casos que en los 
de aquellas CC.AA. que han recibido menos competencias o que todavía no han 
asumido las competencias de mayor entidad en términos monetarios, como son las de 
sanidad y educación. La solución por la que nosotros hemos optado para hacer frente 
a este problema ha sido la creación de grupos de CC.AA. según las competencias 
ejercidas en cada periodo, de modo que para cada año hemos construido grupos de 
CC.AA. con competencias homogéneas. Esta labor facilita sin duda el análisis y evita la 
distorsión de los resultados obtenidos, dado que la creación de grupos nos permitirá 
realizar una comparación directa entre los datos de financiación per cápita de aquellas 
CC.AA. que han asumido las mismas competencias. 
 
Después de analizar cómo se ha ido produciendo la cesión de competencias a lo largo 
del tiempo, nos hemos decantado por la creación de cuatro grupos. Ello supone, en 
ocasiones, dejar fuera del análisis a ciertas CC.AA. que en determinados años 
integrarían por sí solas un grupo aislado. No obstante, no hemos considerado 
oportuno incluir a estas regiones en la medida en que para llevar a cabo un estudio de 
dispersión realmente interesante y representativo es necesario contar al menos con 
tres CC.AA. dentro de cada grupo.  
 
Los cuatro grupos que hemos creado a efectos del análisis de la evolución de la 
financiación per cápita y del estudio de dispersión son los siguientes: 
 
GRUPO 1: CC.AA. que han asumido todas las competencias, entendiendo por tal 
haber asumido las competencias de sanidad, educación (universitaria y no 
universitaria) y servicios sociales (IMSERSO). Este grupo aparece representado en color 
rojo. 
GRUPO 2: integrado por aquellas CC.AA. que no han asumido ninguna 
competencia (es decir, ninguna de las competencias antes aludidas),  representado en 
color amarillo. 
GRUPO 3: constituido por aquellas CC.AA. que han asumido las competencias 
de educación, tanto universitaria como no universitaria, y servicios sociales. Este grupo 
aparece representado en color verde claro. 
GRUPO 4: CC.AA. que han asumido las competencias de educación universitaria 
y servicios sociales, representado en color verde oscuro. 
Por lo que se refiere a la evolución experimentada por la financiación per cápita, el 
siguiente gráfico nos muestra cuál ha sido esta evolución en término medio para cada 
uno de los grupos de CC.AA. anteriormente mencionados. Para una mejor 
comprensión de los resultados obtenidos, hemos marcado, con barras verticales, los 
cambios que el modelo de financiación ha sufrido a lo largo del periodo analizado. 
 
 
Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Como podemos comprobar en el gráfico, y como era de esperar, la financiación per 
cápita es mayor cuanto mayor es el número de competencias asumidas por las 
diferentes CC.AA. Así, las autonomías del grupo 1, que son aquéllas que han asumido 
todas las competencias, presentan unos niveles comparativamente más elevados de 
financiación per cápita, mientras que las CC.AA. sin ninguna competencia presentan 
unos niveles sustancialmente inferiores. Entre ambos extremos, encontramos las 
autonomías de los grupos 3 y 4.  
 
En líneas generales, y para todos los grupos analizados, la financiación per cápita ha 
experimentado un crecimiento continuado entre 1986 y 2007, si bien persiste una 
situación muy desigual entre las diferentes autonomías. El grupo de CC.AA. sin ninguna 
competencia es el que ha experimentado un crecimiento más lento de la variable 
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Evolución de la financiación per cápita media, por grupos de CC.AA. según 
competencias asumidas 
Grupo 1 
Grupo 2 
Grupo 3 
Grupo 4 
analizada, pasando de unos 150 euros en 1986 a 500 en 1996. El crecimiento más 
destacado sería el que han experimentado los grupos 1 y 4.  
 
Especialmente interesante es el caso del grupo 1, pues se dispone de información para 
el mismo desde 1988 hasta el último de los años comprendidos en el periodo de 
estudio. Respecto a este grupo, lo que podemos observar es una clara tendencia 
ascendente de la financiación per cápita, sin que este ascenso se vea interrumpido por 
los sucesivos cambios de modelo. Lo que sí se observa es una caída de la variable 
analizada entre 2007 y 2008, pudiendo achacar esta disminución de valor a la crisis que 
comenzó a castigar nuestra economía en el tercer trimestre de 2007, así como a la 
propia configuración del modelo de financiación, pues el peso creciente que alcanzan 
las participaciones territorializadas en los impuestos estatales provoca que una caída 
de la recaudación impositiva se traduzca necesariamente en una pérdida de ingresos 
autonómicos. 
 
Un buen indicador de cómo ha evolucionado la financiación per cápita de las 
diferentes CC.AA. en cada uno de los años analizados es la tasa de variación 
interanual5. Si atendemos al valor que ha adoptado esta tasa en aquellos años en los 
que ha entrado en vigor un nuevo modelo de financiación, tendremos una imagen de 
cómo su puesta en marcha ha mejorado la situación de cada CA en términos de 
financiación per cápita. En este sentido, es especialmente destacado el caso del año 
2002, cuando se generalizó la concesión de competencias de sanidad y educación a 
todas las CC.AA. que todavía no las habían asumido. En este año, algunas regiones 
vieron cómo su financiación per cápita se incrementaba en más de un 55%. Es el caso 
de Aragón (59,6%), Asturias (55,55%), Cantabria (69,9%), Madrid (74,14%), Murcia 
(59,53%) y La Rioja (55,07%). 
 
Otra característica a subrayar es la existencia de fuertes diferencias en términos de 
financiación per cápita entre las CC.AA. de los diferentes grupos competenciales a lo 
largo del tiempo. Así queda reflejado en la siguiente tabla, en la que se muestra cuál ha 
                                                 
5
 Puede consultarse la tabla 5 “Tasa de variación interanual de la financiación per cápita” del anexo. 
sido la financiación por persona de cada CA durante el periodo de estudio6. Cada 
autonomía aparece representada en el color del grupo competencial al que pertenece. 
 
 
 
Cuadro 2.1. Financiación per cápita. 
  1 986 1 987 1 988 1 989 1 990 1 991 1 992 1 993 1 994 1 995 1 996 1 997 
Andalucía 437 535 656 708 811 923 1082 1123 1147 1217 1296 1575 
Aragón 144 160 181 212 253 279 334 327 500 623 534 841 
Asturias  129 171 182 204 258 372 378 383 450 470 537 588 
Balears  120 141 162 195 180 218 223 240 298 308 376 495 
Canarias 296 375 433 504 574 695 731 743 1188 1382 1496 1611 
Cantabria 148 185 239 227 280 301 304 339 563 391 449 694 
Castilla La 
Mancha 123 137 147 184 206 230 264 350 477 535 412 615 
Castilla y León 224 263 300 341 437 501 570 742 909 1078 1008 1251 
Cataluña 412 490 609 701 772 886 1058 1057 1120 1190 1287 1416 
Com. 
Valenciana 206 262 544 650 716 816 979 992 1082 1146 1186 1270 
Extremadura 187 240 236 274 361 426 450 468 451 612 853 1017 
Galicia 258 301 376 400 520 891 1139 1146 1164 1339 1443 1537 
Madrid  154 141 165 152 218 238 286 254 258 291 389 479 
Murcia  107 103 165 210 253 278 322 292 327 344 445 507 
Rioja (La) 162 206 227 261 347 389 540 423 526 561 596 728 
Total 270 319 410 459 533 633 748 767 843 921 984 1144 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
6
 Para el cálculo de la financiación per cápita hemos excluido el importe correspondiente a los tributos 
propios y los recargos sobre tributos estatales. 
 
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 
Andalucía 1660 1855 1895 2021 2218 2418 2658 2829 3051 3282 2814 
Aragón 930 1398 1456 1583 2527 2741 2901 3108 3528 3513 3227 
Asturias  672 748 1002 1595 2480 2582 2730 2945 3253 3528 3186 
Balears  879 951 1062 1159 1772 1875 2040 2314 2630 2627 2179 
Canarias 1701 1759 1865 1971 2071 2153 2325 2518 2785 2922 2591 
Cantabria 790 1323 1403 1486 2526 2851 2958 3255 3470 3631 3196 
Castilla La 
Mancha 665 746 1044 1230 1875 1972 2202 2368 2679 2832 2493 
Castilla y León 1434 1648 2411 2508 3795 3871 4003 4215 4592 4637 4103 
Cataluña 1592 1684 1846 1946 2047 2195 2403 2644 2919 3022 2690 
Com. 
Valenciana 1415 1519 1579 1770 1867 1963 2124 2364 2604 2669 2249 
Extremadura 1168 1250 1700 1985 2954 3196 3387 3591 3834 4133 3751 
Galicia 1705 1912 1961 2154 2290 2494 2650 2907 3156 3373 3005 
Madrid  540 753 1020 1075 1872 2035 2190 2400 2717 2731 2409 
Murcia  578 908 1183 1246 1987 2182 2361 2672 2881 2992 2500 
Rioja (La) 842 1387 1463 1645 2552 2679 2907 3018 3408 3543 3084 
Total 1263 1432 1608 1746 2176 2328 2515 2730 3005 3129 2739 
 
Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Como podemos comprobar a partir de los datos recogidos en la tabla anterior, las 
disparidades existentes en términos de financiación por persona son más que 
notables. Si atendemos al conjunto de regiones que en el año 1987 no había asumido 
ninguna competencia, encontramos autonomías como Castilla y León con una 
financiación por persona de 262.79 euros, frente a otras como Murcia con 103.04. 
Dentro del grupo 4, observamos cómo en el año 1997 Castilla y León presentaba una 
financiación por persona de 1251.20 euros, mientras que otras regiones como Madrid 
presentaban una financiación per cápita mucho menor (479.06 euros por persona). En 
el año 2008 (último ejercicio para el que se dispone de datos) las diferencias seguían 
persistiendo. Es el caso de Castilla y León, con 4103.26 euros por persona, frente a 
Baleares, con una financiación per cápita de 2179.48 euros. Estos datos no hacen más 
que evidenciar que el punto de partida del sistema es la fuerte dispersión en la 
financiación per cápita y que esta ha sido una característica del sistema de financiación 
autonómica a lo largo del tiempo7.  
                                                 
7
 Así, como señalan CANTARERO PRIETO, D. y FERNÁNDEZ GÓMEZ, N. (2005): “Nuestro sistema de 
financiación no se ajusta […] a un determinado patrón de solidaridad, sino que arrastra, desde su 
Además de evaluar la evolución de la financiación per cápita a lo largo del tiempo, 
hemos realizado un análisis de la evolución que han seguido las diferencias entre 
financiación per cápita máxima y mínima y un estudio de dispersión. En primer lugar, 
hemos calculado la financiación per cápita expresada en números índice para cada CA 
y para cada año, tomando como valor 100 la financiación per cápita para el conjunto 
de autonomías8. A continuación, hemos identificado la financiación per cápita máxima 
y mínima y hemos analizado cómo la diferencia entre ambos extremos ha 
evolucionado a lo largo del tiempo. Para el estudio de dispersión hemos procedido al 
cálculo del coeficiente de variación a partir de los datos de financiación per cápita 
expresada en números índice. Es éste un indicador que oscila típicamente entre 0 y 1, 
de tal modo que la dispersión será mayor cuanto más se aproxime el coeficiente a 1 y 
menor cuanto más se aproxime a 0.  
 
El cuadro que se muestra a continuación recoge los valores de la financiación per 
cápita máxima y mínima por grupos de autonomías, expresados en números índice y 
según competencias asumidas para cada uno de los años objeto de estudio. Hay que 
tener en cuenta que cada uno de los grupos analizados ha tenido un distinto periodo 
de vigencia en el tiempo, por lo que disponemos de datos sobre estos grupos sólo para 
determinados años. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                               
nacimiento, los resultados de una pugna por el mantenimiento de las posiciones relativas de las 
comunidades”.  
8
 La financiación per cápita expresada en números índice se recoge en la tabla 3 del anexo. 
Cuadro 2.2. Financiación per cápita máxima y mínima expresada en números índice, por 
grupos de CC.AA. según competencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
           Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Partiendo de los datos recogidos en el cuadro anterior, el gráfico que presentamos a 
continuación refleja cuál ha sido la evolución de la diferencia entre la financiación per 
cápita máxima y mínima a lo largo del periodo, por grupos de CC.AA. Para una mejor 
comprensión de los resultados obtenidos hemos marcado en el gráfico los diferentes 
cambios de modelo, lo cual nos permitirá comprobar si la entrada en vigor de un 
nuevo sistema de financiación ha afectado de algún modo a la variable estudiada. 
 
 
Grupo 1  
(rojo) Grupo 2 (amarillo) 
Grupo 3  
(verde claro) 
Grupo 4  
(verde oscuro) 
Año MAX MIN MAX MIN MAX MIN MAX MIN 
1986     83 40         
1987     82 32         
1988 160 133 73 36         
1989 154 142 74 33         
1990 152 134 82 34         
1991 146 129 79 34         
1992 152 131 76 30         
1993 149 129 97 31         
1994 138 128 108 31         
1995 145 125 117 32         
1996 152 120 61 38     102 40 
1997 141 111         109 42 
1998 135 112         114 43 
1999 134 106     98 66 115 52 
2000 122 98     150 63 106 62 
2001 123 101     144 62 114 70 
2002 174 81             
2003 166 81             
2004 159 81             
2005 154 85             
2006 153 87             
2007 148 84             
2008 150 80             
 Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
La interpretación del gráfico anterior resulta un tanto compleja, habida cuenta de los 
múltiples cambios que han acontecido a lo largo del periodo y que han ido provocando 
los sucesivos modelos de financiación y el proceso progresivo de transferencia de 
competencias. Como podemos comprobar, en algunos casos se producen bruscos 
aumentos y fuertes reducciones de la diferencia entre la financiación per cápita 
máxima y mínima. Algunos de estos cambios tienen una explicación previsible y 
presuntamente son consecuencia de la puesta en marcha de un nuevo modelo de 
financiación o de una nueva cesión de competencias. En otros casos, sin embargo, el 
cambio de patrón no encuentra su razón de ser en ninguna de estas circunstancias.  
 
Como aspecto más importante a destacar a partir del gráfico anterior, conviene poner 
de manifiesto que la distancia entre la financiación per cápita máxima y mínima es 
menor entre las comunidades del grupo 1, constituido por aquellas autonomías que 
han asumido todas las competencias. Esta diferencia entre extremos es mucho más 
acentuada en el resto de grupos, sin que exista un patrón claro digno de mención. 
 
Otros aspectos que conviene mencionar, desde el punto de vista de la evolución de la 
variable que ahora analizamos, son los siguientes: 
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Evolución de la diferencia entre la financiación per cápita máxima y mínima 
expresada en números índice, por grupos de CC.AA. 
Grupo 1 
Grupo 2 
Grupo 3 
Grupo 4 
-  Desde 1989 y hasta 1995 la diferencia entre la financiación per cápita máxima 
y mínima dentro del grupo de CC.AA. sin ninguna competencia no dejó de 
aumentar prácticamente en ningún momento. Ello puede ser debido a los 
múltiples cambios que introdujeron los dos modelos de financiación que en 
este periodo estuvieron vigentes. Es el caso de la reforma en 1990 del Fondo de 
Compensación Interterritorial, en orden a restringir el acceso al mismo sólo a 
aquellas CC.AA. con menores niveles de desarrollo, o la creación de la 
participación territorializada en el IRPF en 1993. Entre 1995 y 1996 la diferencia 
para este mismo grupo de autonomías experimentó una acentuada reducción, 
debido al hecho de que muchas de las CC.AA. que hasta este año carecían de 
competencia alguna asumieron las competencias de educación universitaria y 
servicios sociales. Es el caso de Asturias, Castilla y León, Extremadura, Madrid y 
Murcia. Por esta razón, las regiones mencionadas entraron a formar parte del 
grupo de autonomías representado en color verde oscuro y se redujo el 
número de CC.AA. integrantes del grupo 2, lo que provocó una reducción de las 
diferencias entre máximo y mínimo dentro de este grupo.  
- Centrándonos en el grupo de CC.AA. representado en color verde claro, lo que 
se observa es un crecimiento considerable de la diferencia entre máximo y 
mínimo entre 1999 y 2000, lo que puede ser debido a que muchas autonomías 
que, desde años anteriores habían formado parte del grupo 4, asumieron la 
competencia de educación no universitaria. Es el caso de Castilla y León, 
Madrid y Murcia. 
- Dentro del grupo de autonomías con todas las competencias (representadas en 
color rojo), se observa un importante aumento de la diferencia entre la 
financiación per cápita máxima y mínima entre 1994 y 1995. Este cambio quizás 
encuentra su razón de ser en la modificación que en el año 1993 se operó en la 
participación en los ingresos del Estado con la participación territorializada del 
15% en IRPF. Durante los años siguientes, la diferencia entre ambos extremos 
se mantuvo prácticamente constante, volviendo a aumentar de forma muy 
brusca entre 2001 y 2002. Este considerable incremento de la diferencia se 
explica por la culminación del proceso de cesión de todas las competencias a 
las CC.AA, lo que provocó que todas las autonomías pasaran a estar integradas 
en un solo grupo. A su vez, se observa cómo desde el año 2002, momento en el 
que comenzó a funcionar el modelo de financiación acordado en 2001, se 
produce una disminución continuada de la diferencia entre máximo y mínimo 
hasta 2007. Se observa, asimismo, una ligera tendencia ascendente de la 
diferencia entre financiación per cápita máxima y mínima a partir de este año, 
quizás por la coyuntura de crisis que en este momento comenzó a atravesar la 
economía española. 
 
De otro lado, conviene mencionar que existe una cierta homogeneidad en cuanto a 
cuáles han sido las CC.AA. con la máxima y la mínima financiación per cápita, al menos 
si distinguimos por periodos de tiempo. Centrándonos exclusivamente en el periodo 
2002-2008, en el que ya todas las CC.AA. se encontraban integradas en un mismo 
grupo competencial, observamos que es Castilla y León la CA que sistemáticamente ha 
presentado una mayor financiación per cápita. En el extremo opuesto, es Baleares la 
autonomía con menor volumen de financiación por persona a lo largo del periodo al 
que nos referimos, habiéndolo sido arrebatado este puesto únicamente por la 
Comunidad Valenciana durante el año 2006. 
 
Pasando a centrarnos en el análisis de dispersión anteriormente propuesto, el gráfico 
siguiente recoge la evolución que ha experimentado el coeficiente de variación a lo 
largo del tiempo, por grupos de CC.AA. según competencias. También en esta ocasión 
hemos marcado los cambios de modelo con el objetivo de clarificar el análisis9. 
 
                                                 
9
 El coeficiente de variación de la financiación per cápita, por grupos de CC.AA., se puede consultar en la 
tabla 4 del anexo. 
 Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Como podemos observar, el coeficiente de variación se encuentra por debajo de 0.45 
en todos los casos, si bien existen diferencias notables en la dispersión de los distintos 
grupos competenciales. Así, es significativa en el grupo de autonomías que no han 
asumido ninguna competencia y también en los grupos 3 y 4. Más interesante es el 
caso del conjunto de CC.AA. con todas las competencias. Si atendemos a los resultados 
obtenidos para este grupo de autonomías, observamos que el coeficiente de variación 
es bastante inferior al del resto, moviéndose cerca de 0.1 hasta el año 2001. Debemos 
tener en cuenta, en este contexto, que un coeficiente de variación inferior a 0.2 es 
indicador de una baja dispersión. Asimismo, si nos centramos en este último conjunto 
de CC.AA. para el periodo 2002-2008, fecha en la que ya no podemos distinguir entre 
diferentes techos competenciales, observamos que, tras producirse un fuerte aumento 
del coeficiente de variación entre 2001 y 2002, la dispersión pasa a asumir una 
tendencia descendente, si bien dicha reducción parte de niveles sustancialmente 
superiores a los anteriores. En este sentido, podemos señalar que la dispersión 
experimenta un incremento a medida que se generaliza el proceso de 
descentralización de competencias y aumenta el peso de las participaciones 
territorializadas en los ingresos autonómicos. Finalmente, se observa un repunte de la 
dispersión a partir del año 2007 provocado por la crisis. Aparentemente, las causas que 
explicarían este repunte están relacionadas con el incremento del peso de las 
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Evolución del coeficiente de variación, por grupos de CC.AA. según 
competencias 
GRUPO 1 
GRUPO 2 
GRUPO 3 
GRUPO 4 
participaciones territorializadas y el desigual impacto que la crisis económica ha tenido 
a nivel territorial. 
 
Por otro lado, como también pone de manifiesto el gráfico anterior, se produce a lo 
largo del periodo una importante variación de la dispersión, provocada por las mismas 
causas a las que antes aludíamos para justificar los cambios en las diferencias entre 
financiación per cápita máxima y mínima. Así, debemos destacar la brusca reducción 
que el coeficiente de variación experimenta entre 1995 y 1996 dentro del grupo de 
autonomías sin ninguna competencia, pues la asunción por parte de algunas estas 
CC.AA. de nuevas competencias provocó su inclusión en otro grupo distinto. También 
destaca la reducción del coeficiente que se produjo en relación al grupo 4 entre 1999 y 
2000, y el consiguiente aumento de este coeficiente en ese mismo periodo en el seno 
del grupo 3, debido al traspaso de CC.AA. que asumieron nuevas competencias de uno 
a otro grupo. Por último, convendría mencionar el aumento que experimenta el 
coeficiente de variación dentro del grupo de autonomías con todas las competencias 
entre 1994 y 1995, y posteriormente entre 2001 y 2002. Ya a partir de 2002 se observa 
una tendencia a la disminución del indicador estudiado en el seno de este último 
grupo. 
 
En definitiva, si atendemos a las diferencias entre valores máximo y mínimo, se 
observan, a lo largo del periodo analizado, fuertes diferencias en términos de 
financiación per cápita entre las CC.AA. de todos los grupos competenciales. Desde la 
perspectiva del coeficiente de variación, encontramos una importante variación de la 
dispersión entre los diferentes grupos competenciales, siendo ésta sustancialmente 
inferior para el conjunto de autonomías con todas las competencias. En términos 
generales, podríamos afirmar que la dispersión se incrementa a medida que se 
generaliza el proceso de descentralización de competencias y aumenta el peso de las 
participaciones territorializadas en los ingresos autonómicos. 
 
 
 
 
3. AUTONOMÍA FINANCIERA DE LAS CC.AA. 
 
La autonomía financiera se presenta ante nosotros como un instrumento necesario de 
la autonomía política. Tanto la Constitución Española de 1978 como la LOFCA 
reconocen este importante principio. Sin embargo, existe disparidad de criterios 
respecto al cálculo de este indicador, pues no se trata de un término unívocamente 
entendido. La mayoría de autores tiende a identificar la autonomía financiera con el 
cociente entre los recursos tributarios (con y sin capacidad normativa) y los ingresos 
no financieros totales de las CC.AA., empleando el término “capacidad fiscal” para 
referirse a este ratio. A diferencia de éstos, SÁNCHEZ SÁNCHEZ A. (1997) alude a la 
“posibilidad de distintos grados de corresponsabilidad en la utilización de un 
determinado tributo como fuente de ingresos de los gobiernos subcentrales”. Partiendo 
de dicho razonamiento, este autor entiende que “En un extremo de gradación, el de 
máxima corresponsabilidad, se encuentra aquélla situación en la que los gobiernos 
autonómicos tienen potestad para establecer todos los elementos que configuran el 
tributo, ejercen su administración y, naturalmente, reciben los rendimientos generados 
por el mismo. En el otro extremo, podríamos hallar una situación de mínima 
corresponsabilidad, en la que, simplemente, se atribuyera al gobierno de una 
comunidad una parte de los rendimientos en su territorio de un impuesto cuya 
titularidad y administración correspondieran al gobierno  central”. Buen reflejo de esta 
teoría es el siguiente cuadro, propuesto por CASTELLS OLIVERES, A. (1993), en el que 
se recogen distintas combinaciones de alternativas de autonomía financiera. 
 
 
  Corresponsabilidad en la potestad tributaria 
  SI NO 
   
Corresponsabilidad en la 
atribución de rendimientos 
 
 
Corresponsabilidad en la 
atribución de rendimientos 
  SI NO SI NO 
 
Corresponsabilidad 
en  
 
SI 
 
I 
 
-- 
 
III 
 
-- 
la administración 
tributaria 
 
 
NO 
 
II 
 
-- 
 
IV 
 
V 
 
Centrándonos en la información contenida en este cuadro, podemos identificar las 
alternativas I y IV como las de máxima y mínima corresponsabilidad, respectivamente. 
La alternativa V se correspondería con una situación de total inexistencia de 
autonomía financiera. 
 
De acuerdo con lo anterior, en este trabajo hemos procedido al cálculo de dos 
indicadores de corresponsabilidad fiscal que podríamos calificar como “indicador 
fuerte” e “indicador débil”. Para el cálculo de cada uno de estos indicadores hemos 
procedido del siguiente modo: 
 
- El indicador fuerte de autonomía financiera se corresponde con el ratio entre 
los recursos tributarios con capacidad normativa y los ingresos no financieros 
totales de cada una de las CC.AA. Dentro de los recursos tributarios con 
capacidad normativa se incluyen los tributos propios y recargos sobre los 
tributos estatales, las tasas afectas a los servicios transferidos, la tarifa 
autonómica del IRPF y los tributos cedidos (ya estén gestionados por la AEAT -
ventas minoristas de hidrocarburos, determinados medios de transporte y 
patrimonio- o por la propia CA -Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados o Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones-).  
- El indicador débil lo hemos definido como el ratio entre el total de recursos 
tributarios y los ingresos no financieros totales de cada comunidad. En este 
caso, en el numerador no sólo incluimos los tributos con capacidad normativa, 
anteriormente especificados, sino también las denominadas participaciones 
territorializadas (IVA, Impuestos Especiales e IRPF).  
 
En términos comparativos, consideramos que el segundo de los indicadores definidos 
es un indicador débil en la medida en que, para su cálculo, estamos incluyendo las 
participaciones territorializadas, recursos de naturaleza tributaria que dependen de la 
capacidad fiscal de las CC.AA. pero sobre los que éstas carecen de poder normativo 
alguno. De lo que se  trata, simplemente, es de atribuir a cada una de las autonomías 
una parte de los rendimientos de un impuesto, cuya titularidad y gestión competen al 
Estado, obtenida en el territorio de dicha CA. La razón de calcular un indicador de 
corresponsabilidad fiscal que tenga en consideración estos recursos es que las 
participaciones territorializadas aparecen como una figura híbrida, a medio camino 
entre los recursos con capacidad normativa y las transferencias del Estado. A 
diferencia de aquéllas, que sí están relacionadas con la capacidad fiscal de las 
autonomías, las transferencias puras son recursos que la administración central pone a 
disposición de las CC.AA. con total independencia de su capacidad para generar 
ingresos fiscales. En el caso del indicador fuerte, por el contrario, sólo tenemos en 
consideración aquellos recursos tributarios sobre los que las autonomías tienen algún 
tipo de potestad normativa, ya que intervienen en su diseño y regulación jurídica. El 
caso paradigmático de recurso con capacidad normativa es de los tributos propios. 
 
Los cuadros que se muestran a continuación contienen los resultados derivados del 
cálculo de los indicadores de autonomía financiera previamente definidos. Al igual que 
en el epígrafe anterior y empleando los mismos criterios, hemos identificado con 
distintos colores cuatro grupos de CC.AA. según competencias asumidas. Recordemos 
que el grupo representado en color rojo está integrado por aquellas CC.AA. a las que 
les han sido transferidas las competencias de sanidad, educación, educación 
universitaria e Imserso. En el extremo opuesto, encontramos el grupo amarillo, 
constituido por las autonomías que no han asumido ninguna de estas competencias. A 
las comunidades del grupo verde claro les habrían sido transferidas todas las 
competencias anteriores excepto sanidad y, en último lugar, las CC.AA. representadas 
en color verde oscuro serían titulares de las competencias de educación universitaria e 
Imserso. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 3.1. Autonomía financiera. Indicador fuerte. 
 
1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 
Andalucía 9% 9% 10% 12% 12% 11% 9% 9% 10% 9% 9% 8% 
Aragón 42% 44% 54% 54% 50% 48% 44% 44% 33% 26% 31% 41% 
Asturias  32% 29% 37% 37% 34% 29% 30% 30% 46% 28% 25% 48% 
Balears  40% 40% 54% 55% 71% 64% 64% 59% 62% 58% 57% 78% 
Canarias 21% 29% 29% 29% 28% 26% 27% 26% 22% 18% 16% 23% 
Cantabria 28% 28% 44% 37% 35% 32% 34% 32% 54% 32% 32% 42% 
Castilla La 
Mancha 16% 17% 20% 20% 22% 24% 21% 16% 14% 11% 16% 13% 
Castilla y 
León 28% 27% 35% 32% 30% 30% 27% 21% 21% 17% 21% 31% 
Cataluña 16% 17% 20% 22% 22% 21% 19% 20% 21% 20% 19% 31% 
Com. 
Valenciana 28% 27% 19% 19% 18% 18% 15% 14% 19% 15% 15% 25% 
Extremadura 15% 13% 17% 17% 15% 15% 15% 14% 19% 12% 10% 9% 
Galicia 15% 13% 14% 15% 14% 10% 8% 8% 9% 8% 8% 14% 
Madrid  4% 4% 4% 5% 41% 41% 45% 42% 45% 47% 34% 91% 
Murcia  32% 36% 36% 36% 34% 33% 30% 30% 35% 29% 26% 43% 
Rioja (La) 33% 31% 38% 36% 36% 35% 26% 37% 40% 30% 32% 45% 
Total 16% 16% 18% 19% 21% 19% 18% 17% 19% 16% 16% 26% 
 
 
           
1 998    
           
1 999    
           
2 000    
           
2 001    
           
2 002    
           
2 003    
           
2 004    
           
2 005    
           
2 006    
           
2 007    
           
2 008    
Andalucía 9% 9% 10% 11% 23% 25% 27% 29% 30% 28% 27% 
Aragón 39% 29% 29% 30% 31% 32% 33% 36% 37% 37% 36% 
Asturias  45% 43% 37% 25% 27% 28% 29% 30% 32% 32% 33% 
Balears  52% 57% 55% 52% 50% 50% 51% 55% 56% 56% 54% 
Canarias 24% 23% 22% 22% 29% 29% 29% 31% 31% 30% 29% 
Cantabria 44% 28% 34% 30% 29% 29% 31% 34% 35% 35% 34% 
Castilla La 
Mancha 13% 13% 10% 9% 18% 18% 21% 24% 27% 27% 27% 
Castilla y 
León 29% 27% 20% 20% 22% 23% 25% 26% 27% 27% 27% 
Cataluña 31% 31% 31% 31% 48% 49% 51% 52% 54% 51% 50% 
Com. 
Valenciana 25% 25% 26% 25% 39% 41% 44% 45% 47% 45% 41% 
Extremadura 9% 10% 8% 7% 13% 14% 14% 15% 16% 16% 17% 
Galicia 14% 13% 14% 14% 23% 22% 24% 25% 27% 27% 28% 
Madrid  89% 71% 61% 59% 66% 66% 66% 67% 67% 66% 66% 
Murcia  42% 29% 25% 26% 27% 29% 32% 35% 37% 36% 34% 
Rioja (La) 45% 31% 31% 29% 31% 31% 34% 35% 36% 35% 36% 
Total 26% 25% 24% 24% 34% 36% 37% 39% 41% 39% 38% 
 
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Cuadro 3.2. Autonomía financiera. Indicador débil. 
 
1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 
Andalucía 9% 9% 10% 12% 12% 11% 9% 9% 10% 9% 9% 8% 
Aragón 42% 44% 54% 54% 50% 48% 44% 44% 33% 26% 32% 46% 
Asturias  32% 29% 37% 37% 34% 29% 30% 30% 46% 28% 26% 55% 
Balears  40% 40% 54% 55% 71% 64% 64% 59% 62% 59% 59% 78% 
Canarias 21% 29% 29% 29% 28% 26% 27% 26% 22% 18% 17% 29% 
Cantabria 28% 28% 44% 37% 35% 32% 34% 32% 55% 33% 32% 60% 
Castilla La 
Mancha 16% 17% 20% 20% 22% 24% 21% 16% 14% 12% 17% 13% 
Castilla y 
León 28% 27% 35% 32% 30% 30% 27% 21% 21% 17% 21% 44% 
Cataluña 16% 17% 20% 22% 22% 21% 19% 20% 21% 20% 20% 43% 
Com. 
Valenciana 28% 27% 19% 19% 18% 18% 15% 14% 19% 15% 16% 33% 
Extremadura 15% 13% 17% 17% 15% 15% 15% 14% 19% 12% 10% 9% 
Galicia 15% 13% 14% 15% 14% 10% 8% 8% 9% 8% 8% 20% 
Madrid  4% 4% 4% 5% 41% 41% 45% 42% 46% 47% 34% 91% 
Murcia  32% 36% 36% 36% 34% 33% 30% 30% 35% 29% 26% 54% 
Rioja (La) 33% 31% 38% 36% 36% 35% 26% 37% 40% 30% 32% 57% 
Total 16% 16% 18% 19% 21% 19% 18% 17% 19% 17% 17% 31% 
 
 
1 998 1 999 2 000 2 001 2 002 2 003 2 004 2 005 2 006 2 007 2 008 
Andalucía 9% 9% 10% 11% 43% 45% 47% 49% 49% 47% 46% 
Aragón 44% 38% 39% 40% 54% 54% 55% 58% 58% 59% 57% 
Asturias  52% 48% 41% 34% 48% 50% 51% 51% 52% 51% 52% 
Balears  67% 71% 69% 65% 103% 103% 102% 102% 100% 99% 97% 
Canarias 30% 28% 27% 27% 30% 30% 31% 32% 32% 31% 30% 
Cantabria 60% 37% 43% 40% 51% 50% 52% 55% 56% 55% 54% 
Castilla La 
Mancha 13% 13% 23% 21% 37% 37% 40% 43% 45% 45% 45% 
Castilla y 
León 40% 35% 26% 27% 41% 42% 45% 47% 47% 47% 47% 
Cataluña 42% 41% 41% 41% 77% 77% 77% 78% 78% 76% 74% 
Com. 
Valenciana 33% 32% 33% 32% 67% 69% 72% 71% 72% 69% 67% 
Extremadura 9% 10% 17% 15% 26% 28% 28% 29% 30% 29% 31% 
Galicia 20% 18% 19% 19% 43% 43% 44% 45% 47% 46% 47% 
Madrid  89% 71% 77% 76% 96% 95% 95% 95% 94% 94% 93% 
Murcia  52% 34% 32% 34% 51% 52% 54% 57% 59% 57% 57% 
Rioja (La) 56% 41% 41% 38% 51% 51% 54% 56% 56% 55% 56% 
Total 31% 29% 31% 31% 57% 58% 60% 61% 62% 60% 60% 
 
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
Como podemos comprobar, los resultados que se obtienen para ambos indicadores 
son bastante similares hasta el año 1997. A partir de entonces se observa que el 
indicador débil arroja un resultado ligeramente superior al que se obtiene con el 
indicador fuerte, tendencia que se acentúa a partir del año 2001. Entre los años 2002 y 
2008 el indicador débil evidencia una autonomía financiera mucho mayor a la reflejada 
por el indicador fuerte, llegándose a superar en la mayoría de los casos los 20 puntos 
porcentuales de diferencia. 
 
Por lo que respecta a la evolución que la autonomía financiera ha experimentado a lo 
largo del periodo objeto de estudio, el siguiente gráfico recoge cómo se ha 
comportado en el tiempo la corresponsabilidad fiscal media de las diferentes 
autonomías. Este análisis ha sido realizado por grupos de CC.AA. según competencias 
asumidas, empleando los dos indicadores previamente especificados. Además, para 
una mejor comprensión de los resultados hemos empleado barras verticales de color 
naranja para marcar los cambios de modelo. 
  
 
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
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Evolución de la corresponsabilidad fiscal media, por grupos de CC.AA. según 
competencias. Indicador fuerte 
Grupo 1 
Grupo 2 
Grupo 3 
Grupo 4 
 Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
A partir de la información contenida en estos gráficos, podemos afirmar que los 
resultados obtenidos con uno y otro indicador son muy similares en el tiempo, si bien 
comienzan a apreciarse diferencias importantes a partir del año 2001. En líneas 
generales, lo que se observa es que el grado de autonomía financiera ha sido creciente 
a lo largo del periodo, aunque existen diferencias entre los distintos grupos 
competenciales. En algunos casos, el cambio de modelo de financiación ha agudizado 
estas diferencias entre CC.AA. Por su parte, la tendencia creciente del grado de 
corresponsabilidad fiscal se pone de manifiesto con mayor intensidad si aplicamos el 
indicador débil, como consecuencia del progresivo aumento del peso de las 
participaciones territorializadas.  
 
Distinguiendo por conjuntos competenciales de comunidades, comprobamos que las 
CC.AA. del grupo 2 son las que presentan una mayor autonomía financiera. En el 
extremo opuesto, son las comunidades integrantes del grupo 1 las que presentan una 
menor corresponsabilidad fiscal hasta el año 2001, fecha en que deja de tener sentido 
la distinción entre diferentes techos competenciales.  
 
Por lo que respecta a la evolución en el tiempo del grado de corresponsabilidad fiscal 
de las CC.AA., comprobamos que en el caso del grupo 2 la tendencia en el tiempo ha 
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Evolución de la corresponsabilidad fiscal media, por grupos de CC.AA. según 
competencias. Indicador débil 
Grupo 1 
Grupo 2 
Grupo 3 
Grupo 4 
sido bastante estable. Al igual ocurre en el caso del grupo 3, pues el grado de 
autonomía financiera de las comunidades integrantes de este conjunto competencial 
ha permanecido prácticamente constante a lo largo de su periodo de vigencia. Menos 
representativo resultaría el caso de las comunidades representadas en color verde 
oscuro, al igual que ocurriría con el último tramo del conjunto representado en color 
amarillo, ya que el cambio de composición de los distintos grupos competenciales 
podría estar provocando distorsiones que afectarían a los resultados obtenidos. Es por 
ello por lo que en el caso del grupo verde oscuro observamos bruscas fluctuaciones 
que resultan difíciles de explicar. 
 
Si nos centramos en el análisis del grupo de CC.AA. con todas las competencias, lo que 
observamos es que hasta el año 1996 el grado de autonomía financiera se mantuvo 
estable, moviéndose en torno al 15%. Entre 1996 y 1997 se produjo un aumento del 
grado corresponsabilidad fiscal como consecuencia de la entrada en funcionamiento 
de un nuevo modelo de financiación. En este sentido, conviene resaltar que fue 
precisamente la cuestión de la autonomía financiera la que se esgrimió como 
argumento para abordar la reforma del sistema de financiación autonómica en 1996. 
Así, el nuevo modelo de financiación que entró en vigor en 1997 se caracterizó por 
incidir en la figura de los tributos cedidos, al tiempo que configuró el IRPF como 
impuesto compartido. A partir de 1997, el grado de autonomía financiera pasa a 
asumir una tendencia a la estabilidad hasta el año 2001, fecha en que la culminación 
del proceso de transferencia de competencias y, en consecuencia, el hecho de que 
todas las CC.AA. pasaran a estar integradas en un solo grupo competencial, provocó un 
repunte del grado de autonomía financiera10. Ya a partir de 2002 se observa que el 
grado de corresponsabilidad fiscal asume una tendencia ligeramente ascendente que 
se mantiene aproximadamente hasta el año 2006 y que, desde entonces, se ve 
abocada al descenso.  
 
Tal y como comentábamos anteriormente, los gráficos expuestos admiten una misma 
interpretación en la medida en que los resultados obtenidos con los dos indicadores de 
                                                 
10
 Este repunte del grado de corresponsabilidad fiscal se cifra en unos 10 puntos porcentuales según el 
indicador fuerte, y en unos 20 según el débil. 
corresponsabilidad fiscal definidos son muy similares. Es cierto que los dos saltos que 
experimenta el grado de autonomía financiera en 1996 y 2001, respectivamente, son 
mucho más acusados si atendemos al indicador débil. Esto es especialmente evidente 
en el caso del incremento que se produce entre 2001 y 2002. Sin embargo, estas 
diferencias no son más que un efecto provocado por el mayor peso que han ido 
adquiriendo las participaciones territorializadas a lo largo del tiempo. Así, destaca el 
importante peso que éstas adquirieron a partir del año 2002, cuando se introdujeron 
las participaciones en el IVA (35%) y en los impuestos especiales.  
 
Por otro lado, debemos remarcar el hecho de que los resultados obtenidos con cada 
uno de los indicadores utilizados no sean significativamente distintos hasta 1997, algo 
que puede explicarse en la medida en que, de hecho, los indicadores fuerte y débil 
coinciden hasta ese año. Antes de 1997 no podemos hablar de cesión de tributos con 
capacidad normativa, al margen de los tributos cedidos tradicionalmente, y, a pesar de 
que en 1993 se introdujo la participación territorializada en el IRPF, el peso de este 
recurso sobre los ingresos de las CC.AA. fue de escasa significatividad. Sin embargo, a 
partir del año 1997 los indicadores fuerte y débil comienzan a divergir como 
consecuencia de los importantes cambios que supuso el nuevo modelo de financiación 
desde el punto de vista de la autonomía financiera. Además de introducirse la tarifa 
autonómica del IRPF, el fuerte proceso de traspaso de nuevas competencias a las 
CC.AA. que se vivió en este periodo provocó un notable incremento de la participación 
territorializada en el IRPF. 
 
 A fin de completar el estudio de la autonomía financiera, pasaremos a continuación a 
realizar un análisis de la evolución que a lo largo del periodo han seguido las 
diferencias entre los niveles máximo y mínimo de corresponsabilidad fiscal. Este 
estudio ha sido realizado a la luz de los dos indicadores previamente propuestos, 
obteniendo unos resultados muy similares en ambos casos. Las tablas que se muestran 
a continuación recogen, para cada uno de los años analizados, el nivel máximo y el 
nivel mínimo de autonomía financiera, por grupos de CC.AA. según competencias. 
 
 
Cuadro 3.3. Nivel máximo y mínimo de autonomía financiera por grupos de CC.AA. según 
competencias. Indicador fuerte. 
 
  
Grupo 1  
(rojo) 
Grupo 2 
(amarillo) 
Grupo 3 
(verde claro) 
Grupo 4 
(verde oscuro) 
Año MAX MIN MAX MIN MAX MIN MAX MIN 
1986 
  
42% 4% 
    1987 
  
44% 4% 
    1988 20% 10% 54% 4% 
    1989 22% 12% 55% 5% 
    1990 22% 12% 71% 15% 
    1991 21% 10% 64% 15% 
    1992 19% 8% 64% 15% 
    1993 20% 8% 59% 14% 
    1994 21% 9% 62% 14% 
    1995 20% 8% 58% 11% 
    1996 19% 8% 57% 31% 
  
34% 10% 
1997 31% 8% 
    
91% 9% 
1998 31% 9% 
    
89% 9% 
1999 31% 9% 
  
57% 28% 71% 10% 
2000 31% 10% 
  
61% 20% 37% 8% 
2001 31% 11% 
  
59% 20% 25% 7% 
2002 66% 13% 
      2003 66% 14% 
      2004 66% 14% 
      2005 67% 15% 
      2006 67% 16% 
      2007 66% 16% 
      2008 66% 17% 
       
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 3.4. Nivel máximo y mínimo de autonomía financiera por grupos de CC.AA. según 
competencias asumidas. Indicador débil. 
 
  
Grupo 1  
(rojo) 
Grupo 2 
(amarillo) 
Grupo 3 
(verde claro) 
Grupo 4 
(verde oscuro) 
Año MAX MIN MAX MIN MAX MIN MAX MIN 
1986     42% 4%         
1987     44% 4%         
1988 20% 10% 54% 4%         
1989 22% 12% 55% 5%         
1990 22% 12% 71% 15%         
1991 21% 10% 64% 15%         
1992 19% 8% 64% 15%         
1993 20% 8% 59% 14%         
1994 21% 9% 62% 14%         
1995 20% 8% 59% 12%         
1996 20% 8% 59% 32%     34% 10% 
1997 43% 8%         91% 9% 
1998 42% 9%         89% 9% 
1999 41% 9%     71% 37% 71% 10% 
2000 41% 10%     77% 26% 41% 17% 
2001 41% 11%     76% 27% 34% 15% 
2002 103% 26%             
2003 103% 28%             
2004 102% 28%             
2005 102% 29%             
2006 100% 30%             
2007 99% 29%             
2008 97% 30%             
 
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Partiendo de los datos contenidos en las tablas anteriores, los siguientes gráficos 
reflejan cuál ha sido la evolución de la diferencia entre corresponsabilidad fiscal 
máxima y mínima, distinguiendo por grupos de CC.AA. A fin de clarificar la 
interpretación de los resultados obtenidos, hemos señalado en los gráficos los 
distintos cambios de modelo. 
 Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
 
 
Fuente: BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Como podemos comprobar, la evolución de las diferencias entre los niveles máximo y 
mínimo de autonomía financiera es muy similar para los dos indicadores analizados. Al 
igual que ocurría en el caso anterior, sólo se observan diferencias apreciables entre los 
dos indicadores a partir del año 1997 y, especialmente, a partir de 2001, y ello como 
consecuencia del mayor peso que a lo largo del periodo han ido adquiriendo las 
participaciones territorializadas. Por lo demás, podemos apreciar la existencia de 
fuertes diferencias entre grupos competenciales. Las mayores disparidades entre 
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corresponsabilidad fiscal máxima y mínima las encontramos en el grupo de 
autonomías que no han asumido ninguna competencia y en el grupo de comunidades 
representadas en color verde claro. También en este caso podemos afirmar que la 
línea representada en color verde oscuro y el último tramo de la línea amarilla no 
resultan representativos de la realidad estudiada, en la medida en que el carácter 
progresivo del proceso de transferencia de competencias y los movimientos entre 
grupos de las diferentes CC.AA. han provocado cambios bruscos y difíciles de justificar. 
 
Centrándonos en el grupo de autonomías con todas las competencias para el periodo 
2002-2008, lo que se observa es que la incorporación de todas las CC.AA. a un mismo 
grupo ha generado un incremento importante de las diferencias en lo que a grado de 
corresponsabilidad fiscal se refiere. El indicador fuerte cifra estas diferencias en 50 
puntos porcentuales aproximadamente, mientras que el indicador débil lo hace en 80 
puntos porcentuales. Y si bien a partir de 2002 se produce una tendencia a la 
reducción de estas disparidades entre CC.AA., siendo más acusada si atendemos al 
segundo de los indicadores, continúa persistiendo una importante diferencia en el 
grado de autonomía financiera de las distintas CC.AA. Además, y siguiendo con el 
periodo 2002-2008, merece la pena destacar cuáles han sido las autonomías con 
mayor y menor grado de corresponsabilidad fiscal, atendiendo a cada uno de los 
indicadores estudiados. Lo que se observa es que a lo largo de todo el periodo, de 
acuerdo con el indicador fuerte, estas comunidades serían, respectivamente, Madrid y 
Extremadura. Si, por el contrario, atendemos al indicador débil, la CA con menor grado 
de corresponsabilidad fiscal es Canarias, mientras que en el extremo opuesto 
encontramos a Baleares. 
 
Antes de concluir el presente epígrafe, convendría cerrar la cuestión referida a la 
autonomía financiera de las CC.AA. aludiendo al escaso uso que éstas han hecho de su 
corresponsabilidad fiscal. Como sabemos, la adquisición de un mayor grado de 
autonomía financiera puede pasar por la creación de nuevos tributos propios o por el 
ejercicio de las potestades normativas sobre los tributos cedidos. Sin embargo, si 
atendemos a la regulación normativa propia de cada autonomía, lo que comprobamos 
es que, como regla general, las CC.AA. no han aprobado tributos propios con capacidad 
recaudatoria y, además, han hecho un uso muy escaso de las competencias normativas 
que les han sido atribuidas sobre los tributos cedidos11.  
 
A modo de conclusión, hemos podido comprobar cómo, en líneas generales, la 
autonomía financiera ha experimentado una tendencia creciente a lo largo del tiempo 
como consecuencia de la cesión progresiva a las CC.AA. de competencias normativas 
respecto a los tributos cedidos, la progresiva flexibilización normativa en orden a la 
creación de tributos propios y el mayor peso que, a lo largo del tiempo, han ido 
adquiriendo las participaciones territorializadas. Con todo, se observan importantes 
diferencias en cuanto al grado de corresponsabilidad fiscal de las distintas autonomías, 
diferencias que algunos modelos de financiación autonómica han tendido a acentuar. 
Asimismo, se observa que los resultados obtenidos no difieren mucho entre los dos 
indicadores analizados. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
11
 De hecho, como señala GONZÁLEZ GONZÁLEZ, AI. (2000), “la concesión de facultades normativas a las 
CC.AA. en los tributos cedidos no ha implicado para éstas un claro aumento en su recaudación, ya que 
las modificaciones efectuadas no se han caracterizado precisamente por un incremento en los tipos de 
gravamen, sino al contrario y por regla general, se han encaminado más bien a la creación de nuevas 
deducciones o al aumento de los mínimos exentos”, concluyendo que “nuestro sistema sigue careciendo 
de una verdadera corresponsabilidad fiscal por parte de las Comunidades Autónomas”. 
 
4. ENDEUDAMIENTO DE LAS CC.AA. 
 
En los últimos años, el importante debate político y social suscitado en torno a la 
financiación autonómica ha puesto de manifiesto uno de los problemas 
fundamentales, todavía pendientes de resolver, del Estado de las autonomías. Nos 
referimos a la cuestión del endeudamiento de las CC.AA., tema controvertido y de 
candente actualidad cuyo estudio abordaremos en el presente epígrafe. 
 
Antes de centrarnos en el análisis de los diferentes indicadores, conviene resaltar que 
la preocupación por el control del endeudamiento no es algo nuevo. Ya en 1980 la 
LOFCA introdujo un conjunto de reglas fiscales orientadas al control directo de las 
autonomías por parte del Estado. Más tarde, en el año 1992 se introdujeron los 
Escenarios de Consolidación Presupuestaria, esencialmente bilaterales. En el año 2001, 
la Normativa de Estabilidad Presupuestaria (NEP), determinada por la UE y el Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento, instauró un procedimiento multilateral para la fijación del 
objetivo de estabilidad presupuestaria. La reforma de esta normativa en el año 2006 
supuso el retorno a un esquema de naturaleza esencialmente bilateral y la vinculación 
de la exigencia de estabilidad presupuestaria a la situación cíclica de la economía. 
 
Respecto a la evolución que el endeudamiento ha experimentado a lo largo del 
tiempo, las tablas que se muestran a continuación recogen cuál ha sido el 
comportamiento de esta variable expresada tanto en valores absolutos por persona 
como en forma de ratio sobre el PIB. Cada CA ha sido representada en el color del 
grupo competencial al que pertenece. Además, como puede observarse, el análisis 
realizado se circunscribe al periodo 1995-2008, por ser ésta la información a la que 
hemos podido acceder a través de la base de datos del Banco de España.  
 
 
 
 
 
 
Cuadro 4.1. Endeudamiento per cápita.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 
Andalucía 963 981 966 937 917 891 881 
Aragón 892 902 908 909 910 898 925 
Asturias  768 818 747 746 677 692 688 
Balears  713 906 995 1616 1633 1745 2139 
Canarias 504 598 615 727 783 771 687 
Cantabria 540 677 680 731 701 758 797 
Castilla La Mancha 316 324 424 538 612 723 895 
Castilla y León 761 791 785 944 931 958 955 
Cataluña 1665 1629 1799 1972 1968 2061 2402 
Com.  Valenciana 1641 1786 2060 2182 2275 2364 2391 
Extremadura 729 728 728 722 722 720 737 
Galicia 1153 1158 1187 1230 1277 1339 1319 
Madrid  1558 1584 1546 1693 1677 1661 1639 
Murcia  557 540 578 517 501 465 498 
Rioja (La) 589 640 657 621 601 893 1285 
Total 1191 1228 1288 1378 1386 1414 1492 
 
Fuente: Banco de España, INE  y elaboración propia. 
 
 
 
 
 
1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 
Andalucía 622 755 859 882 879 951 975 
Aragón 542 617 727 739 763 790 782 
Asturias  368 397 431 489 507 562 607 
Balears  445 442 523 546 546 602 587 
Canarias 452 635 563 596 527 527 562 
Cantabria 415 309 337 336 418 467 538 
Castilla La Mancha 163 188 201 234 225 243 244 
Castilla y León 467 516 595 615 623 626 724 
Cataluña 1123 1323 1519 1585 1599 1625 1691 
Com. Valenciana 683 799 925 1040 1231 1457 1583 
Extremadura 422 491 488 527 575 573 662 
Galicia 758 868 935 1005 1092 1124 1141 
Madrid  542 662 749 805 842 810 1276 
Murcia  491 502 506 509 530 530 575 
Rioja (La) 496 457 442 470 502 534 607 
Total 712 834 929 973 1004 1047 1141 
Cuadro 4.2. Ratio de deuda pública sobre el PIB. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2 002 2 003 2 004 2 005 2 006 2 007 2 008 
Andalucía 7% 7% 6% 6% 5% 5% 5% 
Aragón 5% 5% 4% 4% 4% 4% 4% 
Asturias  5% 5% 4% 4% 3% 3% 3% 
Balears  4% 4% 5% 7% 7% 7% 8% 
Canarias 3% 4% 3% 4% 4% 4% 3% 
Cantabria 3% 4% 4% 4% 3% 3% 3% 
Castilla La 
Mancha 3% 3% 4% 4% 5% 5% 6% 
Castilla y León 3% 3% 3% 4% 3% 3% 3% 
Cataluña 8% 7% 8% 8% 8% 8% 9% 
Com. 
Valenciana 10% 10% 11% 12% 11% 11% 11% 
Extremadura 6% 6% 6% 5% 5% 4% 4% 
Galicia 8% 8% 8% 7% 7% 7% 7% 
Madrid  7% 7% 6% 6% 6% 5% 5% 
Murcia  4% 3% 4% 3% 3% 2% 3% 
Rioja (La) 3% 3% 3% 3% 3% 4% 5% 
Total 6% 6% 6% 6% 6% 6% 6% 
 
Fuente: Banco de España y elaboración propia. 
 
 
Como era de esperar, hasta 2001, las CC.AA. con mayor nivel de endeudamiento por 
persona en términos absolutos han sido Cataluña, Comunidad Valenciana, Andalucía y 
  1 995 1 996 1 997 1 998 1 999 2 000 2 001 
Andalucía 8% 9% 9% 9% 8% 8% 8% 
Aragón 4% 5% 5% 5% 5% 5% 4% 
Asturias  4% 4% 4% 4% 4% 4% 4% 
Balears  3% 3% 3% 3% 3% 3% 3% 
Canarias 4% 6% 5% 5% 4% 4% 4% 
Cantabria 4% 3% 3% 3% 3% 3% 3% 
Castilla La 
Mancha 3% 3% 3% 3% 3% 3% 3% 
Castilla y León 3% 3% 3% 3% 3% 3% 3% 
Cataluña 8% 9% 10% 10% 9% 9% 8% 
Com. Valenciana 7% 7% 8% 8% 9% 10% 10% 
Extremadura 6% 6% 6% 6% 6% 6% 6% 
Galicia 9% 9% 9% 9% 10% 9% 9% 
Madrid  4% 4% 4% 4% 4% 4% 6% 
Murcia  5% 5% 5% 4% 4% 4% 4% 
Rioja (La) 4% 3% 3% 3% 3% 3% 3% 
Total 6% 6% 7% 7% 6% 6% 6% 
Galicia, dado que, junto con Canarias, son las únicas que tenían transferidas todas las 
competencias de gasto. A partir de este año, sin embargo, las comunidades de Madrid, 
primero, y Baleares, más tarde, pasan a ocupar las primeras posiciones. En términos 
del ratio de deuda pública sobre el PIB, observamos este mismo fenómeno, salvo en el 
caso de Madrid, cuyo elevado PIB hace que su ratio se mantenga en niveles más bajos.  
Puede destacarse también el hecho de que en el último año del período estudiado es 
el levante español (Comunidad Valenciana, Cataluña y Baleares) el que presenta 
mayores niveles de endeudamiento, tanto en valores per cápita como en porcentaje 
sobre el PIB. 
 
El siguiente gráfico nos muestra cuál ha sido la evolución del ratio medio de deuda 
pública sobre el PIB para los diferentes grupos competenciales de CC.AA. en el periodo 
1995-2008. 
 
 
Fuente: Banco de España y elaboración propia. 
 
Como se desprende del gráfico, el mayor nivel de endeudamiento lo presentan las 
autonomías del grupo 1. En el extremo opuesto, son las CC.AA. de los grupos 2 y 3 las 
que presentan un menor ratio de deuda pública sobre el PIB. Así pues, las 
comunidades más endeudadas son las que han recibido las competencias de sanidad, 
educación, educación universitaria e Imserso. En consecuencia, podemos asociar un 
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Evolución del ratio medio de deuda pública sobre el PIB, por grupos de CC.AA. 
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mayor volumen de competencias asumidas a un mayor uso de la emisión de deuda 
como recurso para la financiación del gasto. 
 
Es muy posible que esta circunstancia ponga de manifiesto que los recursos que se han 
ido transfiriendo a las CC.AA. para financiar las competencias transferidas hayan sido 
insuficientes. Desde otra perspectiva, se han cedido competencias de gasto con una 
tendencia intrínseca a la generación de déficit no prevista por el sistema de 
financiación autonómica. 
 
Por lo que respecta a la evolución intertemporal del ratio de deuda pública sobre el 
PIB, observamos una cierta tendencia ascendente en los grupos 3 y 4. Consideramos 
más interesante, sin embargo, la evolución del endeudamiento para el conjunto de 
autonomías con todas las competencias, ya que se dispone de información sobre ellas 
para todo el periodo analizado. Además, recordemos que a partir del año 2002 todas 
las CC.AA. pasan a estar integradas en este grupo, por lo que deja de tener sentido 
hablar de diferentes conjuntos competenciales. Pues bien, centrándonos en este grupo 
de comunidades, lo que se observa es que, en líneas generales, ha habido una 
tendencia a la reducción del peso del endeudamiento medido como ratio de deuda 
pública sobre el PIB. Más concretamente, podemos decir que entre 1996 y 2001 el 
nivel de endeudamiento de las CC.AA. del grupo 1 se mantuvo estable, para luego 
decaer bruscamente entre 2001 y 2002. Este brusco descenso en el nivel de 
endeudamiento autonómico se explicaría por la culminación del proceso de 
transferencia de competencias y, en consecuencia, la inclusión de todas las CC.AA. en 
un mismo grupo competencial. En este sentido, conviene destacar que las autonomías 
que en este año pasaron a integrarse en el grupo 1 presentaban unos niveles de 
endeudamiento inferiores a los de las comunidades que ya formaban parte de este 
conjunto (Galicia, Andalucía, Cataluña y Comunidad Valenciana), por lo que la entrada 
de estas CC.AA. en el grupo rojo hizo decaer su nivel medio de endeudamiento. Desde 
entonces, el ratio medio de deuda pública sobre el PIB de las comunidades españolas 
se ha mantenido prácticamente estable a lo largo del tiempo, si bien ya en 2007 se 
puede apreciar el comienzo de una tendencia al alza que encontraría su razón de ser 
en el efecto negativo que la crisis mundial ha tenido sobre la actividad económica en 
España y, en consecuencia, sobre el PIB de las distintas autonomías. Atendiendo a la 
tasa de variación interanual del ratio de deuda pública sobre el PIB, podemos 
comprobar que este ligero incremento del nivel medio de endeudamiento de las 
CC.AA. entre 2007 y 2008 vendría a explicarse por el comportamiento de determinadas 
autonomías, concretamente Baleares, Castilla La Mancha, Cataluña y, muy 
especialmente, La Rioja. El incremento que experimentó el nivel de endeudamiento 
medio de estas comunidades con respecto al año anterior fue, respectivamente, del 
23%, 21%, 16% y 43%12. 
 
Otra de las cuestiones que resultaría interesante analizar desde el punto de vista del 
endeudamiento, además de su evolución a lo largo del tiempo, es la importancia de las 
diferencias entre niveles de deuda pública dentro de cada grupo competencial. La 
tabla que se muestra a continuación recoge los ratios máximo y mínimo de deuda 
pública sobre el PIB, distinguiendo por grupos de CC.AA. según las competencias 
atribuidas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
12
 La tasa de variación interanual del nivel de endeudamiento de las CC.AA., expresado tanto en valores 
absolutos per cápita como en forma de ratio sobre el PIB, puede consultarse en las tablas 10 y 11 del 
anexo. 
Cuadro 4.3. Ratios máximo y mínimo de deuda pública sobre el PIB por grupos de CC.AA. 
según competencias. 
 
 
Grupo 1 
(rojo) 
Grupo 2 
(amarillo) 
Grupo 3 
(verde claro) 
Grupo 4 
(verde oscuro) 
 
MAX MIN MAX MIN MAX MIN MAX MIN 
1995 9% 4% 6% 3% 
    1996 9% 6% 5% 3% 
  
6% 3% 
1997 10% 5% 
    
6% 3% 
1998 10% 5% 
    
6% 3% 
1999 10% 4% 
  
5% 3% 6% 3% 
2000 10% 4% 
  
5% 3% 6% 3% 
2001 10% 4% 
  
6% 3% 6% 3% 
2002 10% 3% 
      2003 10% 3% 
      2004 11% 3% 
      2005 12% 3% 
      2006 11% 3% 
      2007 11% 2% 
      2008 11% 3% 
       
Fuente: Banco de España y elaboración propia. 
 
 
A partir de la información contenida en la tabla anterior hemos elaborado el gráfico 
que se muestra a continuación, en el que se recoge la evolución intertemporal de la 
diferencia entre los niveles máximo y mínimo de deuda pública sobre el PIB, 
distinguiendo por grupos competenciales de CC.AA. 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Banco de España y elaboración propia. 
 
 
Las diferencias existentes entre los ratios máximo y mínimo de deuda pública sobre el 
PIB son muy acusadas, además de apreciarse disparidades entre los distintos grupos 
competenciales. Así, las diferencias son menos destacadas en el caso de los grupos 2 y 
3, pues no llegan a superar los 3 puntos porcentuales. A continuación se situaría el 
grupo representado en color verde oscuro, con unas diferencias que oscilan entre los 3 
y los 4 puntos y, finalmente, el grupo 1, donde se pueden apreciar las diferencias más 
significativas. 
 
Por lo que se refiere a la evolución intertemporal de las diferencias entre niveles 
extremos de endeudamiento, lo que podemos comprobar es que estas diferencias se 
mantienen a un nivel constante en el caso de los grupos 3 y 4. En ambos casos, la 
estabilidad se convierte en una tendencia al alza al término del periodo de vigencia de 
los grupos. En el caso del grupo rojo, más interesante desde el punto de vista de 
nuestro análisis, comprobamos que las disparidades existentes entre CC.AA. presentan 
una tendencia creciente en el tiempo hasta aproximadamente el año 2005. Esta 
tendencia al crecimiento de las diferencias entre los ratios máximo y mínimo de deuda 
pública sobre el PIB se produce desde 1996, aunque en cierta medida se acentúa a 
partir del año 2001 como consecuencia de la generalización de competencias y la 
entrada en este grupo de todas las CC.AA. Ya a partir del año 2005 parece llegarse a 
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Evolución de la diferencia entre los ratios máximo y mínimo de deuda pública 
sobre el PIB, por grupos de CC.AA. según competencias asumidas 
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Grupo 2 
Grupo 3 
Grupo 4 
una situación de estabilidad, manteniéndose las diferencias en torno a los 9 puntos 
porcentuales. Resulta interesante mencionar que, ciñéndonos al periodo 2002-2008, la 
CA que sistemáticamente ha presentado un mayor nivel de endeudamiento sobre el 
PIB ha sido la Comunidad Valenciana. En el extremo opuesto encontramos las 
comunidades de La Rioja, Castilla La Mancha y Murcia. 
 
Una vez analizada la evolución intertemporal del ratio medio de deuda pública sobre el 
PIB y de las diferencias existentes entre los niveles máximo y mínimo de 
endeudamiento autonómico, hemos considerado interesante realizar un estudio de 
correlación entre éste y los indicadores de suficiencia y autonomía financiera. Se trata 
de determinar, por un lado, si existe algún tipo de asociación entre el recurso al 
endeudamiento por parte de las CC.AA. y su nivel de financiación per cápita, y, de otro, 
si existe relación entre el nivel de endeudamiento y el grado de autonomía financiera 
de las diferentes comunidades. Para el cálculo de este último coeficiente de 
correlación hemos empleado los dos indicadores de autonomía financiera definidos en 
el epígrafe anterior. Los resultados obtenidos se muestran en los gráficos siguientes13. 
 
 
Fuente: Banco de España, BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
                                                 
13
 Los coeficientes de correlación entre el nivel de endeudamiento y los indicadores de suficiencia y 
autonomía financiera pueden consultarse en las tablas 6, 7, 8 y 9 del anexo. 
-0,8 
-0,6 
-0,4 
-0,2 
0,0 
0,2 
0,4 
0,6 
0,8 
1,0 
1
9
9
5
 
1
9
9
6
 
1
9
9
7
 
1
9
9
8
 
1
9
9
9
 
2
0
0
0
 
2
0
0
1
 
2
0
0
2
 
2
0
0
3
 
2
0
0
4
 
2
0
0
5
 
2
0
0
6
 
2
0
0
7
 
2
0
0
8
 
C
o
e
fi
ci
e
n
te
 d
e
 c
o
rr
e
la
ci
ó
n
 
Correlación entre endeudamiento y suficiencia financiera 
Endeudamiento per cápita - 
Financiación per cápita 
Ratio de deuda pública sobre el 
PIB - Financiación per cápita 
 Fuente: Banco de España, BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Como sabemos, el coeficiente de correlación es una medida de asociación entre dos 
variables y oscila entre +1 y -1, valores que expresan una correlación perfecta. Un 
coeficiente de 0.5 vendría a reflejar una correlación parcial y sólo diríamos que ésta es 
significativa cuando el indicador se encuentre a un nivel de 0.8. A partir de estos 
criterios de interpretación, y a la vista de los gráficos anteriores, lo que podemos 
concluir es que, en líneas generales, no existe correlación entre las variables 
analizadas. 
 
Centrándonos en el análisis de correlación entre endeudamiento y suficiencia 
financiera, podemos comprobar que en el gráfico se representan dos líneas: una se 
correspondería con la relación entre financiación per cápita y endeudamiento per 
cápita expresado en valores absolutos y la otra recoge la relación entre financiación 
por persona y endeudamiento expresado como ratio sobre el PIB. En ambos casos, sin 
embargo, los resultados son similares, pudiendo observarse la existencia de una 
relación parcial entre estas variables hasta, aproximadamente, el año 2000 y a partir 
de 2007. Sin embargo, el signo de la asociación en ambos casos es distinto. En este 
sentido, aunque la relación entre las variables estudiadas no sea significativa en ningún 
momento a lo largo del periodo, sí conviene subrayar el cambio de signo que ésta 
experimenta en el año 2001. Así, el coeficiente de correlación entre endeudamiento 
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per cápita y financiación per cápita pasa de ser positivo y seguir una tendencia 
decreciente entre 1995 y 2001 a adquirir signo negativo a partir de este año, si bien es 
cierto que la tendencia continúa siendo descendente. En cualquier caso, como ya 
hemos comentado, el coeficiente de correlación analizado en el primer gráfico no 
refleja una asociación significativa, ni siquiera moderada, entre el nivel de 
endeudamiento de las CC.AA. y su nivel de suficiencia financiera, lo que nos indica que 
el hecho de que las autonomías hayan decidido recurrir a un mayor o menor volumen 
de endeudamiento no guarda relación con el nivel de ingresos no financieros 
obtenidos a lo largo del periodo. 
 
Atendiendo al análisis de correlación entre endeudamiento y autonomía financiera, 
podemos comprobar que también en este caso hemos representado dos líneas en el 
gráfico: la de color azul se identificaría con el coeficiente de correlación calculado 
según el indicador fuerte de autonomía financiera y la de color rojo se correspondería 
con el resultado que arroja el indicador débil. En cualquier caso, los resultados 
obtenidos son muy parecidos, por lo que basta con una sola interpretación. Al igual 
que en el caso anterior, el coeficiente de correlación no indica existencia de asociación 
significativa entre las variables estudiadas en ningún momento a lo largo del periodo. 
También en este segundo supuesto observamos cómo se produce un cambio de signo 
en el coeficiente de correlación en el año 2001. Es decir, el fenómeno de inversión en 
el signo del coeficiente de correlación que observábamos al estudiar la asociación 
entre endeudamiento y suficiencia financiera también se produce en este caso y en el 
mismo año, aunque ahora la evolución del coeficiente no sigue una tendencia 
descendente sino ascendente y el cambio de signo que experimenta el coeficiente de 
correlación es de negativo a positivo. Con todo, la relación entre las variables 
estudiadas no resulta ser importante en ninguno de los años considerados. La 
conclusión a la que llegamos, de nuevo, es que el nivel de endeudamiento de las 
diferentes CC.AA. a lo largo del periodo de análisis no ha parecido guardar ninguna 
relación con su grado de autonomía financiera. Este resultado podría servir de 
argumento para refutar la opinión de aquellos autores que han apuntado al escaso 
grado de autonomía financiera de las CC.AA. como una de las razones de su progresivo 
endeudamiento. En contra de esta generalizada opinión, y recurriendo a las palabras 
de GARCÍA-MARGALLO & MÉNDEZ DE VIGO Y MARTÍNEZ PUJALTE-LÓPEZ, V, (1996) 
consideramos que las diferentes autonomías “han pretendido cosechar los beneficios 
del gasto sin tener que pagar los costes de impopularidad asociados a la recaudación 
de impuestos, recurriendo de modo creciente a la emisión de deuda”. 
 
Para concluir, hemos observado que la culminación del proceso de transferencia de 
competencias a las CC.AA. condujo a una reducción del ratio medio de deuda pública 
sobre el PIB para el conjunto de autonomías con todas las competencias en el año 
2001, alcanzándose a partir de entonces una situación de estabilidad. Atendiendo a las 
diferencias entre niveles máximo y mínimo de endeudamiento dentro de cada grupo 
competencial, hemos observado la existencia de importantes disparidades, 
especialmente en el caso del grupo 1. La entrada de todas las CC.AA. a este conjunto 
de autonomías en el año 2001 vino a acentuar la tendencia creciente de estas 
diferencias, si bien es cierto que tendieron a mantenerse estables a partir del año 
2005. Por lo que respecta al estudio de correlación, no hemos obtenido resultados 
significativos al analizar la asociación entre el nivel de endeudamiento y los indicadores 
de suficiencia y autonomía financiera, lo que pone de manifiesto que el hecho de que 
las autonomías hayan tendido a gastar y a recurrir al instrumento de la deuda no 
guarda una relación aparente ni con el nivel de financiación por persona ni con el 
grado de autonomía financiera de estas comunidades.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5. EL MODELO DE FINANCIACIÓN DE 2009. 
 
En el mes de julio del año 2009, tras un largo proceso de negociación y debate político, 
el Consejo de Política Fiscal y Financiera procedió a la aprobación de un nuevo modelo 
de financiación para las CC.AA. de régimen común. Este proceso de reforma culminaba 
en diciembre de ese mismo año con la aprobación de la ley de financiación regional 
22/2009 y con la reforma de la LOFCA. 
 
Sin duda alguna, el nuevo modelo de financiación consagrado en la ley 22/2009 se 
configura como un sistema complejo que mantiene algunos elementos del modelo de 
financiación anterior pero que, al mismo tiempo, introduce importantes novedades y 
modificaciones sustanciales. Así, por ejemplo, supone un incremento de la autonomía 
financiera de las CC.AA., nuevas aportaciones del Estado que conducen a un 
incremento de los recursos totales a disposición de las autonomías y la creación de un 
Fondo de Garantía que opera como mecanismo de nivelación. 
 
Por otro lado, conviene matizar un aspecto que dificulta el análisis de este nuevo 
modelo, y es que, a pesar de que el inicio de su aplicación se sitúa en 2009, la falta de 
datos sobre financiación autonómica posteriores a 2008 y el carácter gradual de la 
puesta en funcionamiento de este nuevo modelo son dos factores que impedirán 
conocer verdaderamente sus resultados financieros hasta el año 2012. 
 
En este epígrafe nos centraremos en describir el funcionamiento y las novedades más 
importantes del modelo de financiación aprobado en 2009. A su vez, partiendo de las 
deficiencias detectadas en el modelo anterior, trataremos de dilucidar si, 
efectivamente, este nuevo modelo de financiación permitirá resolver tales problemas. 
Asimismo, haremos alusión a una serie de trabajos de investigación que han realizado 
estimaciones tentativas de los resultados financieros de este modelo, al tiempo que 
ofreceremos una estimación propia del grado en el que la Transferencia de Garantía, 
recientemente creada, permitirá corregir las disparidades observadas en términos de 
financiación per cápita. 
 
5.1. Descripción del modelo de financiación de 2009. 
 
Comenzaremos nuestra descripción del modelo de financiación de 2009 haciendo 
alusión a las principales novedades del mismo. Entre ellas, cabe señalar las siguientes: 
 
a. Mayor participación autonómica en los grandes tributos estatales, al ampliarse 
los porcentajes de cesión de los tributos de las CC.AA. Así, las participaciones 
regionales en el IRPF y el IVA se amplían al 50% y la participación en los 
Impuestos Especiales se incrementa hasta el 58%. 
b. Aumento de las competencias normativas de las comunidades en relación a 
determinados tributos cedidos. 
c. Incremento del volumen total de recursos del sistema, pasando las 
transferencias estatales a tener un peso menos importante. 
d. Modificación de los criterios empleados para el reparto de los recursos entre 
CC.AA., introduciendo un mecanismo dinámico que permite adaptar la 
financiación a los cambios en las circunstancias regionales. En este sentido, 
destaca la creación de tres nuevos fondos: Fondos de Convergencia 
(Competitividad y Cooperación) y Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales.  
 
A continuación, nos centraremos en el funcionamiento del nuevo modelo de 
financiación, la determinación de las necesidades de financiación en el año base y el 
mecanismo de evolución del modelo previsto en la ley 22/2009.  
 
Respecto a la determinación de las necesidades de financiación en el año base, 
conviene mencionar que el nuevo modelo de financiación comienza a aplicarse en 
2009, si bien toma como año base el 2007. Debemos matizar, en este sentido, que 
hasta 2012 estarán entrando nuevos recursos en el sistema de financiación, por lo que, 
de hecho, puede hablarse de varios años base. En cualquier caso, las necesidades de 
financiación global en el año 2007 se definen como la suma de las necesidades de 
financiación correspondientes a 2007 y los recursos adicionales previstos para 2009 y 
2010, es decir: 
  
 
Las necesidades de financiación en 2007 están integradas por los recursos liquidados 
proporcionados por el modelo anterior en 2007 en términos normativos. Entre estos 
recursos podemos distinguir los siguientes importes: 
 
- Ingresos normativos en 2007 del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, Sucesiones y Donaciones, Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos, Determinados Medios de Transporte y tributos 
sobre el juego. 
- Ingresos normativos en 2007 por las tasas afectas a los servicios transferidos. 
- Compensación estatal por la supresión del Impuesto sobre el Patrimonio. 
- Coste de los servicios transferidos entre 2007 y el año corriente. 
- Dotación complementaria de la financiación de la asistencia sanitaria y 
dotación de compensación de insularidad, por un importe conjunto de 655 
millones de euros. 
- Importe de la financiación de los servicios traspasados por el Instituto Social de 
la Marina. 
 
La necesidad de financiación de cada CA se incrementará en 2009 y 2010 en el importe 
de los recursos adicionales que se integran en el nuevo modelo. Estos recursos 
adicionales, desglosados en función de su objetivo, son los siguientes: 
 
- La aportación adicional que hace el Estado en el año 2009 con el fin de reforzar 
el estado del bienestar es de 4900 millones de euros, que se distribuyen entre 
CC.AA. de acuerdo con una serie de criterios que benefician en mayor medida a 
las autonomías con mayor peso poblacional y mayores ganancias en población 
en el periodo de vigencia del anterior modelo, así como a aquellas 
comunidades con mayor peso de la dependencia. Los criterios de reparto de 
este fondo son los siguientes: 
Necesidades de financiación global en 2007 = Necesidades de financiación en 2007 (statu 
quo) + Recursos adicionales 
 
a) Variación del peso relativo de la población ajustada entre 1999 y 2009 
(75%)14.  
b) Peso relativo de la población ajustada en cada CA en 2009 (12,5%). 
c) Población potencialmente dependiente en 2009 (10%). 
d) Personas dependientes con derecho a prestación en 2009 (2,5%). 
- Además de estos 4900 millones, se dotan dos fondos de 50 millones de euros 
cada uno: 
o Uno para las CC.AA. con dispersión de población superior a la media. La 
principal beneficiaria sería Galicia. 
o Otro para las CC.AA. con densidad de población inferior a la media.  
- El acuerdo establece que, además de estos recursos adicionales, hay una 
dotación para las políticas de normalización lingüística, que se calcula 
multiplicando por 2,5 las partidas existentes para las CC.AA. con esta 
competencia (Baleares, Comunidad Valenciana, Cataluña y Galicia). 
- Con respecto al año 2010, la aportación adicional del Estado es de 2400 
millones de euros:  
o 1200 millones que se repartirán en función del peso relativo del número 
de personas reconocidas como dependientes con derecho a prestación. 
o 1200 millones que se distribuirán en función del peso relativo de la 
población ajustada de cada CA en 2009. 
 
Con la finalidad de financiar las necesidades anteriormente especificadas, se habilitan 
los “recursos financieros del modelo”. En el año 2007, estos recursos financieros se 
definen como sigue: 
 
 
 
 
Recursos tributarios. Son los que corresponden a cada CA en el año base, esto es: 
 
                                                 
14
 El concepto de población ajustada y las variables empleadas para el cálculo de este indicador sintético 
se especificarán más adelante. 
Recursos financieros del modelo en 2007 = Recursos tributarios + Fondo de garantía de 
servicios públicos fundamentales + Fondo de suficiencia global 
            
 
𝑅𝐹𝑖  2007 =  𝑅𝑇𝑖 2007 + 𝑇𝐺𝑖 2007 + 𝑇𝑆𝑖(2007) 
a. Recaudación normativa por Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, Sucesiones y Donaciones, Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos, Determinados Medios de Transporte, tributos 
sobre el juego y tasas afectas a los servicios transferidos. 
b. Tarifa autonómica del IRPF correspondiente a una participación autonómica del 
50%. 
c. Cesión del 50% de la recaudación líquida por IVA en el respectivo territorio15. 
 
d. Cesión del 58% de la recaudación líquida en su territorio por los impuestos 
especiales sobre el alcohol, hidrocarburos y tabacos16. 
 
e. Cesión del 100% de la recaudación líquida por el Impuesto sobre la 
Electricidad17. 
 
 
Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales. El objetivo de este fondo es 
que cada autonomía reciba los mismos recursos por habitante ajustado para financiar 
los servicios esenciales del estado del bienestar haciendo el mismo esfuerzo fiscal. Este 
fondo se constituye en 2007 con una aportación de las CC.AA. (el 75% de sus recursos 
tributarios) y una aportación del Estado (los recursos adicionales para el refuerzo del 
estado del bienestar, los asignados en concepto de dispersión y densidad y la dotación 
complementaria para la asistencia sanitaria). 
 
Por lo que se refiere a su reparto, el Fondo de Garantía se distribuye entre todas las 
CC.AA. en función de la variable “población ajustada” que introduce como novedad el 
                                                 
15
 El término IVAE(2007) representa la recaudación líquida por IVA obtenida por el Estado en 2007. El 
término ICi (2007) representa el índice de consumo de la Comunidad Autónoma i para 2007, certificado 
por el INE. 
16
 El término IE
j
E(2007) representa la recaudación líquida por el impuesto especial j obtenida por el 
Estado en 2007.El término IC
j
i(2007) representa el índice de consumo de la comunidad i en el impuesto 
especial j en 2007. 
17
 El término IEEE(2007) representa la recaudación líquida por el Impuesto sobre la Electricidad obtenida 
por el Estado en 2007. El término ICEI(2007) representa el índice de consumo neto de energía eléctrica 
en la Comunidad Autónoma i en 2007, elaborado a partir de los datos del Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio. 
𝐼𝑉𝐴𝑖 2007 = 𝐼𝑉𝐴𝐸 2007  𝑥 50% 𝑥 𝐼𝐶𝑖(2007) 
𝐼𝐸𝑖
𝑗  2007 = 𝐼𝐸𝐸
𝑗  2007  𝑥 58% 𝑥 𝐼𝐶𝑖
𝑗  2007  
 
𝐼𝐸𝐸
𝑗  2007 : 𝑟𝑒𝑐𝑎𝑢𝑑𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑑𝑒𝑙 𝐸𝑠𝑡𝑎𝑑𝑜 𝑝𝑜𝑟 𝑒𝑙 𝑖𝑚𝑝𝑢𝑒𝑠𝑡𝑜 𝑒𝑠𝑝𝑒𝑐𝑖𝑎𝑙 𝑗 𝑒𝑛 2007 
𝐼𝐶𝑖
𝑗  2007 : í𝑛𝑑𝑖𝑐𝑒 𝑑𝑒 𝑐𝑜𝑛𝑠𝑢𝑚𝑜 𝑑𝑒 𝑙𝑎 𝑐𝑜𝑚𝑢𝑛𝑖𝑑𝑎𝑑 𝑖 𝑒𝑛 𝑒𝑙 𝑖𝑚𝑝𝑢𝑒𝑠𝑡𝑜 𝑒𝑠𝑝𝑒𝑐𝑖𝑎𝑙 𝑗 𝑒𝑛 2007 
𝐼𝐸𝐸𝑖 2007 = 𝐼𝐸𝐸𝐸 2007  𝑥 𝐼𝐶𝐸𝑖 2007  
modelo. El valor de la población ajustada se calcula anualmente, de tal modo que la 
financiación se va actualizando en función de la evolución que experimenten las 
diferentes variables que definen este indicador sintético. Esta variable de reparto tiene 
un papel esencial en el nuevo modelo, pues no se aplica exclusivamente a calcular en 
el año base las necesidades de financiación de cada CA, sino que es la variable 
fundamental en el desarrollo del modelo y el reparto de los recursos adicionales y los 
Fondos de Convergencia. Las variables que definen este indicador, y sus respectivas 
ponderaciones, son las siguientes: 
 
- Población protegida equivalente (38%). 
 
- Población según padrón (30%). 
- Población entre 0 y 16 años (20,5%). 
- Población mayor de 65 años (8,5%). 
- Superficie (1,8%). 
- Dispersión (0,6%). 
- Insularidad (0,6%). 
 
La transferencia de garantía tendrá un saldo positivo o negativo en función de cuál sea 
el resultado de descontar de la participación en el importe global del fondo el 75% de 
los recursos tributarios de cada comunidad, es decir: 
 
 
Fondo de suficiencia global. Es el instrumento tendente a asegurar que ninguna CA 
pierda recursos en términos absolutos en relación al modelo anterior. Se calcula en el 
año 2007 para cada CA como la diferencia entre las Necesidades Globales de 
Financiación y la suma de sus recursos tributarios más la transferencia (positiva o 
negativa) del Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales. De este modo, 
la transferencia de suficiencia opera como cláusula de cierre del sistema. 
Edad (años) Equivalencia Edad (años) Equivalencia
0 a 4 1,031 45 a 54 1,292
5 a 14 0,433 55 a 64 2,175
15 a 44 0,547 65 a 74 2,175
Más de 74 2,759
𝑇𝐺𝑖 2007 = 𝑃𝐹𝐺𝑖 2007 −  75% 𝑅𝑇𝑖 2007  
  
Operando con las ecuaciones anteriores obtendríamos: 
 
 
 
 
Así pues, en el año base 2007 cada CA recibe  uno recursos financieros totales iguales a 
sus necesidades de financiación. 
 
Por lo que se refiere a la evolución del sistema de financiación, el nuevo modelo 
incorpora mecanismos de seguimiento y actualización con el objetivo de darle 
estabilidad a lo largo del tiempo. Así, algunos aspectos se actualizarán anualmente y 
otros serán actualizados con frecuencia quinquenal. Todos los ejercicios se revisarán 
los componentes relacionados con el Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales (que dependerá de la tasa de crecimiento del ITE18 y de la evolución de 
los recursos tributarios de las CC.AA.), el Fondo de Suficiencia y los Fondos de 
Convergencia (cuya evolución dependerá exclusivamente de la tasa de crecimiento del 
ITE).  
 
Los recursos financieros recibidos por cada CA en el año X son: 
 
 
Recursos tributarios. Se definen como la suma de los siguientes importes obtenidos en 
el año X: 
 
- Recaudación normativa por los tributos cedidos. 
- 50% de la recaudación por IVA e IRPF. 
- 58% de la recaudación por Impuestos Especiales de fabricación. 
- 100% de la recaudación por el Impuesto Especial de electricidad.  
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 El ITE se define como la recaudación estatal en el ejercicio, excluidos los recursos tributarios cedidos a 
las CC.AA., por IRPF, IVA e Impuestos Especiales de Fabricación. 
𝑇𝑆𝑖 2007 = 𝑁𝐺𝐹𝑖 2007 −  (𝑅𝑇𝑖 2007 + 𝑇𝐺𝑖(2007)) 
𝑅𝐹𝑖  2007 =  𝑅𝑇𝑖 2007 + 𝑇𝐺𝑖 2007 + 𝑇𝑆𝑖(2007) 
𝑇𝑆𝑖 2007 = 𝑁𝐺𝐹𝑖 2007 −  (𝑅𝑇𝑖 2007 + 𝑇𝐺𝑖(2007)) 
𝑅𝐹𝑖  2007 =  𝑁𝐺𝐹𝑖 2007  
𝑅𝐹𝑖  𝑥 =  𝑅𝑇𝑖 𝑥 + 𝑇𝐺𝑖 𝑥 + 𝑇𝑆𝑖(𝑥) 
Transferencia de garantía (TGi(x)). La participación de la comunidad i en el Fondo de 
Garantía [PFGi(x)] se determina de acuerdo con las variables de atribución del fondo 
anteriormente mencionadas (población equivalente, población entre 0 y 16 años, etc.). 
Por su parte, el Fondo de Garantía en el año X se compone del 75% de los recursos 
tributarios de todas las CC.AA. más las aportaciones del Estado en dicho año. La 
subvención que corresponderá a cada CA será el resultado de restar a su participación 
en este Fondo el 75% de su capacidad fiscal. 
 
 
Transferencia de suficiencia. El Fondo de Suficiencia se calcula para el año base y se 
actualiza anualmente según la tasa de crecimiento del ITE. 
 
 
Por último, a los recursos financieros del sistema, previamente definidos, se suman los 
Fondos de Convergencia Autonómica, creados por el nuevo modelo. Se  trata, 
concretamente, del Fondo de Competitividad y el Fondo de Cooperación, cuyo 
objetivo común es el de favorecer que las CC.AA. converjan en términos de 
financiación. Los recursos procedentes de estos fondos forman parte del modelo pero 
se aplican después de determinar la financiación que corresponde a cada CA por sus 
recursos tributarios, la transferencia para la cobertura de los servicios esenciales y el 
Fondo de Suficiencia Global. De este modo, la financiación total que cada CA recibirá 
del sistema en el año i será la siguiente: 
 
 
 
El Fondo de Competitividad, cuyo objetivo es aproximar la financiación per cápita de 
las diferentes autonomías desincentivando la competencia fiscal a la baja, tiene 
prevista una dotación para el año 2009 de 3430 millones de euros. En los años 
siguientes, este importe se actualizará en función del ITE. El reparto se realiza según la 
población ajustada relativa, entre las CC.AA. con una financiación per cápita inferior a 
𝑇𝐺𝑖  𝑥 =  𝑃𝐹𝐺𝑖 𝑥 −  75%𝑅𝑇𝑖 𝑥  
𝑇𝑆𝑖 𝑥 =  𝑇𝑆𝑖 2007 
𝐼𝑇𝐸 (𝑥)
𝐼𝑇𝐸 (2007)
 
 
la media o con un índice de financiación per cápita inferior a su índice de capacidad 
fiscal per cápita. 
 
Por su parte, el Fondo de Cooperación persigue el objetivo de equilibrar y armonizar el 
desarrollo regional estimulando la convergencia en términos de renta. Este fondo tiene 
prevista una dotación para 2009 de 1200 millones de euros, importe que se actualizará 
en los años siguientes en función del ITE. El reparto de este fondo se realiza entre 
aquellas CC.AA. que cumplan alguna de estas condiciones: 
 
- Que en la media de los últimos tres años hayan tenido un PIB per cápita inferior 
al 90% de la media de las CC.AA. de régimen común. 
- Que tengan una densidad de población inferior al 50% de la media. 
- Que en los últimos tres años hayan tenido un crecimiento demográfico inferior 
al 90% de la media y una densidad de población por kilómetro cuadrado 
inferior a la resultante de multiplicar por 1,25 la densidad media de las CC.AA. 
de régimen común. 
 
La distribución de este fondo entre las CC.AA. beneficiarias se hace repartiendo el 
importe total en dos subfondos: 
 
a. 2/3 se reparten entre todas las CC.AA. beneficiarias en función de la población 
relativa y el PIB per cápita. 
b. 1/3 se reparte entre las CC.AA. con un crecimiento poblacional inferior al 50% 
de la media en función de la población relativa. 
 
 
5.2. Análisis y estimación de resultados del nuevo modelo de financiación. 
 
Una vez conocidas las características y el modo de funcionamiento del modelo de 
financiación de 2009, cabría preguntarse en qué medida y de qué forma ha permitido 
corregir las deficiencias detectadas en el modelo anterior. En este sentido, debemos 
remitirnos a la fórmula que se emplea para la determinación de las necesidades de 
financiación en el año base: 
 
 
 
A la luz de esta ecuación, podemos afirmar que, en la medida en que se pretende 
mantener el statu quo de las diferentes CC.AA., el nuevo modelo de financiación viene 
a arrastrar las deficiencias del anterior, de tal modo que lo único que podría corregirlas 
son los recursos adicionales. Dada la falta de disponibilidad de datos, acudiremos a las 
estimaciones realizadas por otros autores a fin de comprobar en qué medida los 
nuevos recursos proporcionados por el Estado pueden contribuir a la corrección de los 
defectos observados. De entre los autores que han pretendido realizar una estimación 
de los resultados financieros del nuevo modelo de financiación autonómica conviene 
mencionar a los siguientes: 
 
- BORRAZ PERALES S. y CANTALAPIEDRA LÓPEZ C. (2010) realizan una estimación 
parcial de los resultados del nuevo modelo en el año base y en 2009, 
centrándose únicamente en algunos aspectos básicos: valor normativo de los 
tributos cedidos tradicionalmente, valor de la población ajustada según los 
nuevos criterios, etc.  
- PEDRAJA F. y UTRILLA A. (2010) llevan a cabo una estimación de los resultados 
del nuevo modelo de financiación en su primer año de aplicación (2009). 
- DE LA FUENTE, A. (2010) realiza una estimación tentativa de los resultados 
financieros del nuevo modelo en 2009 (año base efectivo) y compara estos 
resultados con los que se habrían obtenido en ese mismo año en caso de 
permanecer vigente el modelo anterior y con los resultados reales de este 
último modelo en el año 2007. Para realizar su estimación, este autor emplea 
los datos disponibles sobre recaudación real en 2009 de la mayoría de 
impuestos relevantes. A continuación, estos datos son territorializados 
mediante el empleo de una serie de indicadores (renta, población, ventas de 
viviendas, etc.) que permiten aproximar la distribución regional de dichos 
recursos. 
Necesidades de financiación global en 2007 = Necesidades de financiación en 2007 (statu 
quo) + Recursos adicionales 
 
- ZABALZA, A. y LÓPEZ LABORDA, J. (2010) realizan una estimación de los 
resultados financieros del nuevo modelo en lo que denominan el año 0 
(entendiéndose por tal aquél en el que se han devengado totalmente los 
recursos adicionales aportados por el Estado) así como de su evolución 
temporal durante el quinquenio siguiente, comparando los resultados 
obtenidos con los producidos por el modelo de financiación vigente hasta 2008. 
Para la puesta en marcha de su estimación, los autores parten de una previsión 
de la evolución de la recaudación de las diferentes CC.AA., situándola en un 
20% por debajo de la del 2007. 
 
Atendiendo a los trabajos que acabamos de señalar, lo primero que debemos tener 
presente es que dichos estudios, a la hora de realizar sus respectivas estimaciones, 
sólo tienen en cuenta los recursos procedentes del modelo. En este sentido, conviene 
matizar que la ley 22/2009 sólo regula algunas de las fuentes de ingreso mencionadas 
en el artículo 4 de la LOFCA19. Así, la ley 22/2009 sólo regula, como recursos 
procedentes del modelo de financiación, los tributos cedidos, el Fondo de Garantía y 
otros fondos (categoría en la que cabría incluir el Fondo de Competitividad, Fondo de 
Cooperación, etc.). Al centrarse exclusivamente en estos recursos para estimar los 
resultados del nuevo modelo de financiación, los autores anteriormente mencionados 
están dejando fuera de su análisis una importante cantidad de recursos procedentes 
de otras fuentes, como son los tributos propios, el Fondo de Compensación 
Interterritorial, las transferencias condicionadas, las transferencias procedentes de la 
UE, etc. Con independencia de cuáles sean los recursos considerados para la 
estimación, una de las conclusiones más interesantes a la que llegan algunos de estos 
autores es que el nuevo modelo de financiación genera una reducción de la dispersión 
de la financiación per cápita entre CC.AA20.   
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 Este precepto hace alusión a los diferentes recursos que cada CA puede percibir, procedan o no del 
modelo de financiación autonómica. 
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 Así, por ejemplo, ZABALZA A. y LÓPEZ LABORDA, J. (2010) concluyen que “En el modelo anterior, y 
medida por el coeficiente de variación (desviación estándar dividida por la media), la dispersión era del 
9,7% y en el nuevo modelo es del 6,7%”. A pesar de esta importante conclusión, los autores 
mencionados comprueban que el modelo no garantiza dicha estructura a largo plazo. También DE LA 
FUENTE A. (2010) alude a “una asignación más equitativa de recursos que reduce de forma apreciable la 
dispersión de la financiación por unidad de necesidad observada con el modelo anterior”. 
 
En nuestro caso, consideramos que el modelo de financiación sólo representa una 
parte de los recursos de las CC.AA. y, por tanto, es necesario tener en cuenta aquéllos 
otros recursos que los trabajos consultados no incluyen en sus respectivos análisis. A 
fin de comprobar si se llegaría a la mismas conclusiones en caso de tener en cuenta la 
totalidad de los ingresos no financieros percibidos por las diferentes comunidades, 
procederemos a añadir a éstos el importe de los recursos adicionales y de los Fondos 
de Convergencia previstos por el nuevo modelo de financiación. Debido a la 
complejidad que, en muchos casos, revisten los criterios de reparto de los nuevos 
fondos y recursos (como ocurre, por ejemplo, con los Fondos de Convergencia) 
realizaremos nuestro análisis sobre la base del reparto previamente efectuado por 
otros autores. En concreto, nos centraremos en los datos que proporcionan en sus 
trabajos PEDRAJA F. y UTRILLA A. (2010), por un lado, y DE LA FUENTE, A. (2010) por 
otro, sobre los criterios de reparto de los recursos adicionales (población ajustada, 
incremento de la población ajustada, población potencialmente dependiente, etc). y 
en la información relativa al reparto efectivo de estos recursos y de los Fondos de 
Convergencia, todo ello referido al año 2009. Por lo que respecta al resto de ingresos 
no financieros de las CC.AA., debemos tener presente que los últimos datos 
disponibles sobre financiación autonómica se refieren al año 2008 y tampoco 
conocemos cuál ha sido la evolución del ITE entre 2008 y 2009. Por tanto, asumiremos 
la hipótesis de que los ingresos tributarios del Estado entre 2008 y 2009 evolucionaron 
en la misma proporción que entre 2007 y 2008, periodo en que ya se observó una 
caída de tales ingresos, aproximadamente del 17%, como consecuencia de la crisis. 
Asumiendo esta hipótesis, la estimación que hemos realizado de los ingresos no 
financieros de las CC.AA. y de sus recursos tributarios en 2009 se muestran en el 
cuadro siguiente. 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5.1. Estimación de los recursos de 2009. Millones de euros. 
 
Ingresos no 
financieros 
2009 
Recursos 
tributarios 
2009 
Andalucía 19 127 8 848 
Aragón 3 548 2 004 
Asturias  2 852 1 463 
Balears  1 938 1 884 
Canarias 4 457 1 206 
Cantabria 1 542 835 
Castilla La Mancha 5 283 2 366 
Castilla y León 6 947 3 233 
Cataluña 16 417 12 097 
Com. Valenciana 9 374 6 237 
Extremadura 3 412 1 014 
Galicia 6 934 3 224 
Madrid  12 521 11 622 
Murcia  2 955 1 656 
Rioja (La) 811 448 
Total 98 119 58 137 
            
Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Los datos referidos a los importes y criterios de reparto de los recursos adicionales y 
de los Fondos de Convergencia, extraídos de los trabajos anteriormente mencionados, 
se muestran a continuación.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5.2. Porcentaje de recursos adicionales que corresponde a cada CA según los criterios 
de reparto previstos en la ley 22/2009. 
 
  
Población 
ajustada 
Incremento 
población 
ajustada 
Población 
potencialmente 
dependiente 
Andalucía 19% 15% 19% 
Aragón 3% 3% 3% 
Asturias  3% 0% 3% 
Balears  3% 4% 2% 
Canarias 5% 7% 5% 
Cantabria 1% 1% 1% 
Castilla La Mancha 5% 5% 5% 
Castilla y León 6% 2% 6% 
Cataluña 17% 20% 17% 
Com. Valenciana 11% 16% 11% 
Extremadura 3% 0% 3% 
Galicia 7% 2% 7% 
Madrid  14% 20% 14% 
Murcia  3% 5% 3% 
Rioja (La) 1% 1% 1% 
Total 100% 100% 100% 
    
 
Dependientes 
reconocidos 
Entidades en reg. 
con alta 
dispersión 
Población 
ajustada en reg. 
de baja densidad 
Andalucía 29% 
  Aragón 4% 
 
18% 
Asturias  3% 16% 
 Balears  2% 
  Canarias 2% 
  Cantabria 2% 2% 
 Castilla La Mancha 6% 
 
28% 
Castilla y León 6% 14% 35% 
Cataluña 18% 
  Com. Valenciana 6% 
  Extremadura 3% 
 
15% 
Galicia 7% 68% 
 Madrid  6% 
  Murcia  4% 
  Rioja (La) 1% 
 
4% 
Total 100% 100% 100% 
 
Fuente: PEDRAJA F. y UTRILLA A. (2010) y DE LA FUENTE A. (2010). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5.3. Importe de los recursos adicionales correspondientes a cada CA, desglosados por 
objetivos. Año 2009. Millones de euros. 
 
 
Refuerzo del 
Estado de 
Bienestar 
Regiones con alta 
dispersión 
Regiones con baja 
densidad Total 
 
% Importe  % Importe % Importe  Importe  
Andalucía 16% 789 
    
789 
Aragón 3% 133 
  
0 9 142 
Asturias  1% 44 0 8 
  
51 
Balears  4% 175 
    
175 
Canarias 6% 307 
    
307 
Cantabria 1% 53 0 1 
  
54 
Castilla La Mancha 5% 242 
  
0 14 256 
Castilla y León 3% 138 0 7 0 17 163 
Cataluña 19% 952 
    
952 
Com. Valenciana 15% 718 
    
718 
Extremadura 1% 47 
  
0 7 54 
Galicia 3% 155 1 34 
  
189 
Madrid  18% 889 
    
889 
Murcia  4% 215 
    
215 
Rioja (La) 1% 42 
  
0 2 44 
Total 100% 4 900 1 50 1 50 5 000 
 
Fuente: PEDRAJA F. y UTRILLA A. (2010) y DE LA FUENTE A. (2010). 
 
 
Cuadro 5.4. Reparto de los Fondos de Convergencia entre CC.AA. Año 2009. Millones de 
euros. 
 
  Fondo de cooperación Fondo de competitividad 
  % Importe  % Importe  
Andalucía 28% 335 30% 766 
Aragón 3% 37     
Asturias  8% 94     
Balears      4% 103 
Canarias     8% 203 
Cantabria 1% 18     
Castilla La Mancha 7% 85 8% 206 
Castilla y León 18% 219     
Cataluña     27% 693 
Com. Valenciana     18% 469 
Extremadura 9% 106     
Galicia 21% 251     
Madrid          
Murcia  5% 55 5% 133 
Rioja (La)         
Total 100% 1 200 100% 2 573 
 
Fuente: PEDRAJA F. y UTRILLA A. (2010)  y DE LA FUENTE A. (2010). 
 
 
Como antes mencionábamos y ahora podemos comprobar, los recursos adicionales 
para el refuerzo del Estado de Bienestar benefician en mayor medida a las CC.AA. con 
mayor peso poblacional, mayores ganancias en población en el periodo de vigencia del 
modelo de financiación anterior y mayor peso de la dependencia. Es el caso de 
Cataluña, Comunidad Valenciana, Madrid y Andalucía. Asimismo, observamos que es 
Galicia la principal beneficiaria del fondo destinado a las regiones con dispersión 
poblacional superior a la media. 
 
Por lo que respecta a la distribución de los Fondos de Convergencia, comprobamos 
que las principales destinatarias del Fondo de Competitividad son Andalucía, Cataluña 
y la Comunidad Valenciana. En el caso del Fondo de Cooperación, lo son Andalucía, 
Castilla y León, Extremadura y Galicia. 
 
Tomando como punto de referencia los datos anteriores y nuestra estimación de los 
ingresos no financieros de 2009, hemos procedido al cálculo de la financiación per 
cápita. Lo que pretendemos es efectuar una comparación entre los resultados que se 
habrían obtenido en 2009 en caso de permanecer vigente el modelo anterior y los 
resultados estimados del nuevo modelo de financiación en este mismo año. Además, 
hemos realizado la referida operación empleando dos criterios: por un lado, hemos 
calculado la financiación per cápita a partir de los datos de población disponibles en el 
INE para 2009 y, por otro, hemos obtenido este mismo dato empleando la población 
ajustada (que tiene en cuenta los aspectos de insularidad, dispersión poblacional, peso 
de la población, población protegida equivalente, etc.). Es por ello por lo que en el 
cuadro siguiente, en el que se muestra la comparación aludida, hemos distinguido 
entre “financiación per cápita” y “financiación por habitante ajustado”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5.5. Recursos obtenidos en el año 2009 con el modelo anterior y con el nuevo 
modelo de financiación. 
 
 
 
Modelo de 2001 (antiguo) Modelo de 2009 
  
Financiación per 
cápita 
Financiación por 
habitante 
ajustado 
Financiación per 
cápita 
Financiación por 
habitante 
ajustado 
Andalucía 2304 2341 2531 2572 
Aragón 2637 2508 2770 2635 
Asturias 2628 2534 2762 2664 
Balears 1769 1770 2023 2024 
Canarias 2119 2048 2361 2283 
Cantabria 2616 2627 2739 2750 
Castilla La Mancha 2061 2403 2274 2652 
Castilla y León 3338 2530 3521 2669 
Cataluña 2196 2222 2416 2445 
Com. Valenciana 1840 1876 2073 2114 
Extremadura 3095 2918 3240 3055 
Galicia 2480 2339 2637 2487 
Madrid 1960 2081 2100 2229 
Murcia 2043 2083 2321 2366 
Rioja (La) 2522 2504 2660 2641 
Total 2241 2241 2441 2441 
MAX 3338 2918 3521 3055 
MIN 1769 1770 2023 2024 
Diferencia 1569 1148 1498 1031 
Coeficiente de 
variación 0.19 0.13 0.16 0.11 
 
Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
 
La información contenida en el cuadro anterior pone de manifiesto que la entrada en 
funcionamiento del nuevo modelo de financiación supone para todas las CC.AA. un 
mayor volumen de recursos recibidos. Pero lo que verdaderamente nos debe interesar 
es el efecto que la puesta en marcha del nuevo modelo ha tenido sobre la dispersión 
de la financiación per cápita. Por esta razón, hemos calculado la financiación per cápita 
máxima y  mínima, la diferencia entre ambos extremos y el coeficiente de variación. A 
la luz de los resultados obtenidos, tal y como muestra el gráfico siguiente, podemos 
afirmar que, con el nuevo modelo, tanto la financiación per cápita máxima como la 
mínima son superiores, si bien la diferencia  entre ambos extremos se reduce.  
 
 Fuente: BADESPE, MEH, INE y elaboración propia. 
 
Como podemos observar, con el nuevo modelo de financiación de 2009 se mantiene 
prácticamente intacta la estructura de la financiación per cápita, si bien se produce 
una reducción de la diferencia entre financiación per cápita máxima y mínima. En 
consonancia con estos resultados, la dispersión, medida a través del coeficiente de 
variación, es menor con el modelo de 2009. Concretamente, este coeficiente se reduce 
en 3 puntos porcentuales si atendemos a la “financiación per cápita” y en 2 puntos 
porcentuales si atendemos a la “financiación por habitante ajustado”, resultado 
coherente con el obtenido por otros autores. 
 
En definitiva, si realizamos un análisis estático de los resultados obtenidos con el 
nuevo modelo de financiación, lo que observamos es que se produce una ligera 
reducción del coeficiente de variación y de las diferencias entre financiación per cápita 
máxima y mínima. No obstante, consideramos que se trata de una reducción muy 
pequeña, pues la dispersión de la financiación per cápita con el nuevo modelo sigue 
siendo importante. Por tanto, podemos concluir que el nuevo modelo de financiación 
de 2009 supone un avance en lo que respecta a la corrección de las desigualdades 
existentes entre CC.AA. en términos de financiación per cápita o financiación por 
habitante ajustado, pero no consigue corregir de forma significativa esta importante 
deficiencia. 
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CC.AA. 
Financiación per cápita en 2009 con el nuevo modelo y con el anterior, 
expresada en números índice 
Financiación per 
cápita en 2009 con el 
modelo anterior 
Financiación per 
cápita en 2009 con el 
nuevo modelo 
Desde un punto de vista dinámico, también podríamos preguntarnos cuál es el efecto 
que el nuevo modelo de financiación va a tener sobre la dispersión y la financiación 
per cápita de las diferentes autonomías. En este sentido, debemos tener presente que 
tanto el Fondo de Suficiencia como los Fondos de Convergencia evolucionan con el ITE 
y, por tanto, en la medida en que su comportamiento depende de cómo se 
incrementen los ingresos tributarios del Estado, a largo plazo no tienen ningún efecto 
redistributivo. Si desechamos la posibilidad de que los fondos aludidos contribuyan a 
corregir las disparidades observadas entre CC.AA. en términos de financiación per 
cápita, el único instrumento de redistribución y nivelación a largo plazo sería la 
Transferencia de Garantía, de nueva creación. Tras una profunda reflexión, y después 
de considerar las escasas posibilidades existentes en orden al análisis del efecto 
redistributivo de la Transferencia de Garantía, hemos considerado oportuno plantear 
una situación que, aunque inexistente, puede ayudarnos a analizar el papel de esta 
transferencia sobre el total de recursos percibidos por las diferentes CC.AA. En 
concreto, se trata de situarnos en el año 2009, calcular la transferencia con los datos 
estimados para este año y sumarla a los ingresos no financieros, suponiendo por tanto 
que las CC.AA. únicamente reciben en dicho año el importe resultante de añadir a los 
ingresos no financieros el importe de la Transferencia de Garantía. El cálculo de la 
participación en el Fondo de Garantía de cada CA en el año 2009 requiere determinar 
previamente el importe total a repartir por este concepto en dicho año, que está 
integrado por el 75% de los recursos tributarios de todas las CC.AA. en 2009 y los 5.000 
millones de recursos adicionales aportados por el Estado. Sumando ambos conceptos 
se obtiene que la cantidad total a repartir es de 49.258 millones de euros.  
 
En el cuadro siguiente se recogen los datos referidos a la participación en 2009 de cada 
CA en el Fondo de Garantía así como el importe de la Transferencia de Garantía 
(definida como la diferencia, positiva o negativa, entre la participación de cada 
comunidad en el Fondo de Garantía menos el 75% de sus recursos tributarios). Como 
podemos comprobar, la Transferencia de Garantía es positiva para todas las CC.AA. 
excepto para Baleares, Cataluña y Madrid. 
 
 
Cuadro 5.6. Transferencia de garantía a cada CA en 2009. Millones de euros. 
 
Participación en el fondo de garantía Transferencia de garantía 
Andalucía 9 192 2 556 
Aragón 1 591 88 
Asturias  1 266 169 
Baleares  1 231 -182 
Canarias 2 448 1 543 
Cantabria 660 34 
Castilla La Mancha 2 473 698 
Castilla y León 3 088 664 
Cataluña 8 310 -763 
Com. Valenciana 5 620 943 
Extremadura 1 315 554 
Galicia 3 335 917 
Madrid  6 768 -1 949 
Murcia  1 596 354 
Rioja (La) 365 28 
Total 49 258 5 655 
 
Fuente: Ley 22/2009, BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Partiendo de los datos contenidos en la tabla anterior, hemos procedido al cálculo de 
la financiación per cápita de cada CA teniendo en cuenta únicamente los ingresos no 
financieros totales y la Transferencia de Garantía, y hemos efectuado una comparación 
con el resultado que se habría alcanzado en 2009 si hubiese permanecido vigente el 
anterior modelo de financiación (y, por tanto, no hubiese existido dicha transferencia). 
Asimismo, hemos realizado un análisis de la dispersión en ambos supuestos. Los 
resultados obtenidos aparecen recogidos en el siguiente cuadro. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuadro 5.7. Financiación per cápita incluyendo y sin incluir la transferencia de garantía. 
 
 
Financiación per cápita sin 
transferencia de garantía 
Financiación per cápita con 
transferencia de garantía 
 
Financiación per 
cápita 
Financiación por 
habitante 
ajustado 
Financiación per 
cápita  
Financiación por 
habitante 
ajustado 
Andalucía 2 304 2 341 2 611 2 654 
Aragón 2 637 2 508 2 703 2 571 
Asturias  2 628 2 534 2 784 2 684 
Baleares  1 769 1 770 1 603 1 604 
Canarias 2 119 2 048 2 852 2 757 
Cantabria 2 616 2 627 2 674 2 685 
Castilla La Mancha 2 061 2 403 2 333 2 721 
Castilla y León 3 338 2 530 3 657 2 772 
Cataluña 2 196 2 222 2 094 2 119 
Com. Valenciana 1 840 1 876 2 025 2 065 
Extremadura 3 095 2 918 3 598 3 392 
Galicia 2 480 2 339 2 808 2 648 
Madrid  1 960 2 081 1 655 1 757 
Murcia  2 043 2 083 2 288 2 332 
Rioja (La) 2 522 2 504 2 610 2 591 
Total 2 241 2 241 2 370 2 370 
MAX 3 338 2 918 3 657 3 392 
MIN 1 769 1 770 1 603 1 604 
Diferencia 1 569 1 148 2 054 1 789 
Coeficiente de 
variación 0.19 0.13 0.23 0.18 
 
Fuente: Ley 22/2009, BADESPE, MEH y elaboración propia. 
 
Podemos observar cómo la nueva situación genera un aumento importante de la 
diferencia entre financiación per cápita máxima y mínima. Este resultado es 
consecuencia de un aumento de la financiación per cápita máxima y una disminución 
de la financiación per cápita mínima, independientemente de que tengamos en cuenta 
la población ajustada o la población según datos del INE. A su vez, este hallazgo es 
coherente con el resultado que arroja el coeficiente de variación, pues comprobamos 
que al incluir la Transferencia de Garantía se produce un aumento de la dispersión 
medida a través de este coeficiente. En concreto, el aumento del coeficiente de 
variación se cifra en 5 puntos porcentuales con respecto a la situación anterior si 
tenemos en cuenta la población ajustada y en 4 puntos porcentuales si tenemos en 
cuenta la población según datos del INE. 
Tras esta simulación, la conclusión a la que nos conducen los resultados obtenidos es 
coherente con la de ZABALZA A. y LÓPEZ LABORDA J. (2010), pues si bien el análisis 
estático de los resultados del nuevo modelo de financiación nos permite afirmar que el 
mismo genera una reducción de la dispersión en términos de financiación per cápita, el 
análisis dinámico de la cuestión no es congruente con este resultado. Por tanto, 
entendemos que el nuevo modelo de 2009 supone un avance en la reducción de la 
dispersión existente entre CC.AA. pero ni soluciona este problema ni esperamos que 
dicha estructura pueda garantizarse a largo plazo.  
 
 
5.3. Conclusiones. 
 
A modo de conclusión, la revisión del nuevo modelo de financiación que hemos 
realizado en este epígrafe nos ha permitido aproximarnos a la evidente complejidad 
del mismo, no sólo en su propia configuración sino también en el diseño de los 
mecanismos de reparto de los distintos fondos y recursos. Con todo, hemos 
comprobado que, desde un punto de vista estático, el nuevo modelo de financiación 
conduce a una atenuación de las disparidades existentes entre CC.AA. en términos de 
financiación per cápita, si bien esta deficiencia no consigue ser corregida 
significativamente. Desde un punto de vista dinámico, la simulación realizada nos 
conduce a dudar de que la reducción de la dispersión se mantenga en un horizonte de 
tiempo más largo. En cualquier caso, y en la medida en que hemos trabajado con 
simulaciones, las conclusiones obtenidas no son más que una aproximación a la 
realidad objeto de estudio. Asimismo, debemos tener presente que los resultados 
financieros del nuevo modelo dependerán en gran medida de cómo evolucionen los 
ingresos tributarios de las diferentes CC.AA., lo que supone adentrarnos en un 
escenario marcado por la incertidumbre. 
 
En definitiva, aunque el nuevo modelo de financiación introduce mejoras en algunos 
aspectos importantes, como las ganancias en financiación per cápita de todas las 
CC.AA., el aumento de su autonomía financiera o la incorporación de un mecanismo de 
actualización que permite al modelo ir adaptándose a las necesidades cambiantes de 
cada comunidad, nos mostramos de acuerdo con DE LA FUENTE A. (2010) cuando 
afirma que “el balance global de la reforma no es positivo” y que “hemos 
desaprovechado una excelente oportunidad para dejar bien encauzado un problema 
que llevamos arrastrando desde la puesta en marcha del estado autonómico”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
6. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS. 
 
Tomando como referencia las conclusiones parciales que hemos ido señalando en cada 
uno de los capítulos de este trabajo, en el presente epígrafe trataremos de extraer las 
ideas más concluyentes y subrayar el resultado de los diferentes análisis realizados. No 
se trata de reincidir en las cuestiones ya estudiadas, sino de ofrecer una síntesis de los 
aspectos más relevantes que se desprenden de nuestro estudio y que constituyen su 
esencia. La puesta en marcha de esta tarea nos conducirá, inevitablemente, al 
planteamiento de una serie de propuestas de reforma del modelo de financiación de 
las CC.AA. que podrían contribuir a solucionar las deficiencias observadas. 
 
Para una mejor compresión y ordenación de las ideas y conclusiones fundamentales, 
hemos organizado este epígrafe en tres apartados. En el primero de ellos ofreceremos 
un resumen de las principales ideas que conciernen a la evolución del modelo de 
financiación hasta el año 2008. Posteriormente, nos centraremos en la revisión del 
nuevo modelo. Para finalizar, cerraremos nuestra exposición con el planteamiento de 
nuevas propuestas. 
 
 
6.1. Evolución del modelo de financiación hasta 2008. 
 
Lo primero que conviene subrayar al respecto de esta cuestión es el carácter 
progresivo que ha revestido el proceso de transferencia de competencias a las CC.AA. 
a lo largo del periodo analizado. Hasta el año 2002, fecha en que todas las 
comunidades alcanzan el mismo nivel competencial, los diferentes análisis realizados y 
el estudio de la evolución del modelo de financiación autonómica nos ha obligado a 
efectuar una clasificación de las distintas autonomías en grupos competenciales (según 
éstas hubiesen asumido todas las competencias -sanidad, educación, educación 
universitaria e Imserso-, ninguna o sólo algunas de ellas).  
 
Otro de los hechos que el análisis de la evolución del modelo de financiación nos ha 
permitido evidenciar es que la incorrecta aplicación del método del coste efectivo, 
vigente hasta 1986, generó la aparición de disparidades entre CC.AA. en términos de 
suficiencia financiera, diferencias que han tendido a perpetuarse en el tiempo en la 
medida en que los sucesivos modelos de financiación han consagrado y tratado de 
mantener el statu quo de las diferentes autonomías. 
 
Por lo que se refiere a la cuestión de la suficiencia financiera, en consonancia con lo 
anterior, hemos detectado la existencia de fuertes disparidades entre CC.AA. en 
términos de financiación per cápita, con independencia del grupo competencial 
considerado. Esta conclusión se desprende tanto del análisis de las diferencias entre 
financiación per cápita máxima y mínima de los diferentes grupos de comunidades 
como del estudio del coeficiente de variación a lo largo del periodo. En este último 
caso, la evidencia muestra que la dispersión es sustancialmente inferior para el caso 
del grupo de CC.AA. con todas las competencias y que ha existido una fuerte variación 
de la dispersión en todos los grupos. Además, destaca el hecho de que la dispersión se 
haya ido incrementando a medida que se ha generalizado el proceso de transferencia 
de competencias y ha aumentado el peso de las participaciones territorializadas. 
 
Centrándonos en el análisis de la autonomía financiera, hemos comprobado que ésta 
fue escasa hasta el modelo de financiación de 1997, tanto desde el punto de vista de 
los tributos propios como de los tributos cedidos. En el primer caso, como 
consecuencia de las limitaciones existentes para su aprobación y establecimiento por 
parte de las CC.AA. En el caso de los tributos cedidos, por el hecho de que las CC.AA. 
carecieron hasta entonces de competencias normativas, salvo en el supuesto de los 
tributos cedidos tradicionalmente (caracterizados, precisamente, por su bajo poder 
recaudatorio). Recordemos, a su vez, que para el análisis de la evolución temporal de 
la corresponsabilidad fiscal de las diferentes autonomías hemos empleado dos 
indicadores: “indicador fuerte” e “indicador débil” (la diferencia entre ambos es que el 
segundo incluye las participaciones territorializadas). Los resultados obtenidos 
mediante el empleo de ambas variables son sustancialmente similares. De un lado, 
hemos demostrado que el grado inicial de autonomía financiera ha seguido una 
tendencia creciente a lo largo del tiempo como consecuencia de diferentes factores: la 
transferencia progresiva de competencias normativas a las CC.AA. sobre los tributos 
cedidos, la flexibilización en cuanto a la creación de tributos propios o el incremento 
progresivo del peso de las participaciones territorializadas.  De otro lado, y al igual que 
ocurría con la suficiencia financiera, el análisis de las diferencias entre los niveles 
máximo y mínimo de corresponsabilidad fiscal nos ha permitido detectar diferencias 
importantes entre grupos competenciales y entre CC.AA.  
 
En relación al endeudamiento, última de las cuestiones analizadas antes de centrarnos 
en el nuevo modelo de financiación, hemos observado cómo el peso de la deuda 
pública de las CC.AA. sobre el PIB, en término medio, experimentó una reducción en el 
año 2001, fecha en que se completó el proceso de transferencia de competencias a las 
autonomías, manteniéndose estable desde entonces. Por otra parte, el estudio de las 
diferencias entre los ratios máximo y mínimo de deuda pública sobre el PIB apunta a la 
existencia de disparidades importantes entre los niveles de endeudamiento dentro de 
cada grupo competencial, siendo más acusadas estas diferencias en el caso del grupo 
1. En lo referente al estudio de correlación, la evidencia no muestra una relación 
significativa entre el nivel de endeudamiento y los indicadores de suficiencia y 
autonomía financiera. En este sentido, podemos afirmar que el mayor o menor nivel 
de endeudamiento de las CC.AA. no ha parecido guardar ninguna relación con el nivel 
de financiación per cápita ni con el grado de corresponsabilidad fiscal, por lo que 
resultaría lícito para nosotros cuestionar la opinión generalizada de que las 
autonomías se han visto obligadas a recurrir al endeudamiento por razón de su escaso 
grado de autonomía financiera. 
 
 
6.2. Nuevo modelo de financiación. 
 
Por lo que respecta al nuevo modelo de financiación, la revisión realizada nos permite 
dar fe de su evidente complejidad, sobre todo en lo referido al mecanismo de reparto 
de los recursos y fondos de nueva creación. De otro lado, la estimación realizada de los 
resultados financieros de este nuevo modelo nos permite afirmar que, desde un punto 
de vista estático, se ha conseguido avanzar en la reducción de las diferencias 
existentes entre CC.AA. en términos de financiación per cápita, si bien esta deficiencia 
no se ha resuelto de forma significativa. Por su parte, el análisis dinámico, centrado en 
el estudio del efecto de la Transferencia de Garantía, nos lleva a dudar del avance 
conseguido y de su posible mantenimiento en el largo plazo, pues consideramos que el 
nuevo modelo no permite garantizar la estabilidad en el tiempo de la estructura 
alcanzada. Con todo, los resultados obtenidos no son más que meras aproximaciones a 
la realidad estudiada, al tiempo que debemos tener en cuenta otros factores que 
determinarán en gran medida los resultados financieros del nuevo modelo, como la 
evolución que experimenten los recursos tributarios de las CC.AA. En cualquier caso, 
los resultados mencionados no son óbice para reconocer las múltiples mejoras que ha 
supuesto el modelo de financiación de 2009, como el aumento del grado de 
autonomía financiera de las comunidades o el incremento de la cantidad de recursos a 
disposición de éstas. 
 
 
6.3. Propuestas. 
 
A la luz de los resultados obtenidos y de las conclusiones subrayadas, la tesis central de 
la que debemos partir a la hora de plantear nuevas propuestas es que, en la 
actualidad, el modelo de financiación de las CC.AA., en su calidad de heredero de los 
anteriores, presenta importantes deficiencias. Estos defectos, relativos a las 
disparidades existentes entre CC.AA. en términos de financiación per cápita y 
autonomía financiera, así como al elevado grado de endeudamiento de las 
autonomías, deben ser atacados. A tal fin, consideramos oportuno plantear las 
siguientes propuestas: 
 
a. En primer lugar, conviene señalar que uno de los principales inconvenientes de 
los sucesivos modelos de financiación ha sido la complejidad en su diseño y, 
por tanto, en su aplicación. Con el objetivo de solucionar este importante 
defecto, consideramos oportuno plantear un modelo más simple y entendible. 
b. En relación a la suficiencia financiera, estimamos necesario abordar el 
problema de las diferencias existentes entre CC.AA., de modo que se consiga 
una aproximación entre los niveles de financiación per cápita de cada una de 
ellas. Desde un punto de vista estático, estas disparidades podrían abordarse a 
través de nuevos recursos adicionales por parte del Estado, dirigidos 
exclusivamente a aquellas CC.AA. con una financiación per cápita más baja. De 
este modo, conseguiríamos una igualación entre autonomías en el mismo año 
en el que se acometiera la distribución de tales recursos. Con el objetivo de 
garantizar el mantenimiento de esta igualdad a largo plazo, sería necesario 
introducir en el modelo un mecanismo dinámico de estabilización y 
redistribución realmente eficaz. 
c. Para atacar el problema de las diferencias entre CC.AA. desde el punto de vista 
de la autonomía financiera, conviene distinguir los dos indicadores diseñados y 
empleados en este trabajo: 
(1) Por lo que respecta al “indicador fuerte” sería interesante acometer una 
reforma de los porcentajes de participación en los tributos estatales de 
las diferentes autonomías, de tal modo que las CC.AA. con mayor 
capacidad fiscal participaran en un porcentaje más bajo que las 
autonomías con menor potencial recaudatorio. Así, por ejemplo, en el 
caso de la tarifa autonómica del IRPF, el establecimiento de distintos 
tramos de participación permitiría conseguir una igualación entre 
CC.AA. desde el punto de vista del peso de los recursos tributarios sobre 
el total de ingresos no financieros. 
(2) En lo referido al “indicador débil”, la actuación necesaria sería la misma 
que hemos planteado para el “indicador fuerte”, ahora respecto de las 
participaciones territorializadas. Esto es, sería necesario introducir 
tramos de participación, de tal modo que las autonomías con mayor 
capacidad fiscal participaran en menor proporción. 
d. Desde el punto de vista del endeudamiento, hemos comprobado que el sistema 
de financiación de las CC.AA. no ha sido nunca una herramienta eficaz para 
controlarlo. Por tanto, consideramos que la solución no debe provenir de la vía 
del ingreso sino que debe ser abordada desde la perspectiva del gasto. A tal 
efecto, estimamos necesario la aprobación de leyes de gasto para las diferentes 
autonomías que limiten el volumen de deuda pública que éstas pueden emitir. 
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